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RESUMEN: En el trabajo se analiza el servicio piblico peculiar que prestan las
Universidades, partiendo del andlisis de las distintas Administraciones implicadas, con
especial detenimiento en la consideracién de las Universidades como entes instituciona-
les atipicos. Por lo que respecta a la prestacion del servicio, se examinan aspectos como
la calidad del mismo y su objeto, concluyéndose la necesidad de que el ordenamiento
profundice en la tarea de la consecucién de la calidad y la excelencia sin merma de
otros valores que han de permanecer reconocibles como misiones esenciales de la Uni-
versidad, que no se limitan a la docencia, la investigacién y el estudio, pues la Univer-
sidad, ademads de expedir fitulos, viene llamada a procurar la formacién integral del
estudiante y asumir su papel como referente en la transmisién de valores sociales y su
compromiso social.
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ABSTRACT: In the work it is analyzed the peculiar public service that gives the Uni-
versity, departing from the analysis of the different implied Administrations, with special
thoroughness in the consideration of the Universities as atypical institutional entities. For
what it concerns to the service, aspects are examined as the quality of the same one
and its object, concluding the need that law penetrates into the task of the attainment
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of the quality and the excellence without wastage of other values that have to remain
recognizable as essential missions of the University, which is not limited to the teaching,
the investigation and the study, since the University, beside issuing titles, comes called
to get the integral formation of the student and to assume a role as modal in the trans-
mission of social values and a social commitment.

Key words: Administrative law; juridical regime of Universities.

I. EL SERVICIO DE EDUCACION SUPERIOR. CONCEPTO Y NATURA-
LEZA

Son ideas cominmente admitidas que la Universidad, desde la libertad
académica, el pensamiento libre y el espiritu critico, presta un servicio a la
sociedad y que lo hace desde una posicién de cierta independencia, o auto-
nomia, lo que al propio tiempo exige la rendicién de cuentas de su actividad
—una docencia de calidad, una investigacién de excelencio— a la sociedad.
A estas ideas se da carta de naturaleza en el ordenamiento juridico, en espe-
cial a partir de la entrada en vigor de la Ley Orgénica 6/2001, de 21 de
diciembre, de Universidades (en adelante LOU) y que mds recientemente se

ha revisado por la Ley 4/2007, de 12 de abril.

El que presta la Universidad es un servicio piblico, con notas peculia-
res, porque la Universidad es también peculiar. Con ser una Administracién
pUblica, parte del sector piblico, presenta caracteres que la configuran como
una entidad atipica, esencialmente porque estd dotada de autonomia al més
alto nivel normativo. Esta autonomia, sin embargo, no es ilimitada pues, por
una parte, las Universidades estén vinculadas a ofra Administracién vy, por
ofra, el cardcter nacional del sistema universitario en el que también partici-
pan las Comunidades Auténomas exige la previsién y puesta en marcha de
mecanismos de coordinacién interadministrativa que vertebren el sistema. El
nuevo régimen de las Universidades ha abordado todas estas cuestiones. Sin
embargo queda todavia tarea: la calidad y la excelencia deben conseguirse
sin merma de otros valores que han de permanecer reconocibles como misio-
nes esenciales de la Universidad, que no se limitan a la docencia, la investi-
gacién y el estudio: la Universidad estd para algo méas que para producir titu-
los, y debe procurar la formacion integral del estudiante y asumir su papel
como referente en la transmisién de valores sociales (1).

(1) Es preciso ser creativos, asumir un compromiso progresista de revisién del funcionamiento
de las Universidades ... Por encima de toda consideracién de utilidad social o econémica inme-
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Tal es el objeto del servicio piblico de educacién superior, que se declara
como tal en el primer articulo de la LOU, encomendando a la Universidad su
realizacién o prestacion, que tiene lugar mediante la investigacién, la docen-
cia y el estudio, para lo cual se asignan a la Universidad una serie de fun-
ciones al servicio de la sociedad que se recogen en el segundo apartado del
mismo precepto (2). De ahi que pueda definirse el servicio piblico de educa-
cién superior como el servicio piblico que la Universidad presta a la socie-
dad mediante la investigaciéon, la docencia y el estudio en el ejercicio de las
siguientes funciones: la creacién, desarrollo, transmisién y critica de la cien-
cia, de la técnica y de la cultura; la preparacion para el ejercicio de activi-
dades profesionales que exijan la aplicacién de conocimientos y métodos cien-
tificos y para la creacién artistica; la difusién, la valorizacién y la transferencia
del conocimiento al servicio de la cultura, de la calidad de la vida, y del des-
arrollo econémico; y la difusion del conocimiento y la cultura a través de la
extensién universitaria y la formacién a lo largo de toda la vida.

En esta breve definicién, se contienen abundantes matices que caracte-
rizan al servicio plblico de educacién superior como un servicio peculiar,
dotado de numerosas particularidades. En primer término, debe notarse el
papel que el art. 1.1 LOU asigna a la Universidad: la realizacién del servi-
cio, esto es, su prestacion y ello es asi porque su titularidad, como veremos
seguidamente, no corresponde a la Universidad, sino a otra entidad ferrito-
rial, en cuanfo que convergen intereses que exceden del dmbito de la pro-
pia Universidad y que justifican titulos competenciales a favor tanto del Estado
como de las Comunidades Auténomas. En segundo lugar, la propia entidad
que presta el servicio, la Universidad, presenta rasgos peculiares, y con ser
la Universidad pdblica parte de la Administracién, puede definirse como una
Administracién atipica, mds en concreto, como una entidad institucional ati-
pica, naturaleza que deriva de la autonomia de la que estd dotada por la
Constitucién. Estos tres niveles de entidades —Estado, Comunidades Auténo-

diata, la Universidad ha de ser humana y humanista, generosa, comprometida con la calidad y con
la profundidad del saber (EMBID IRUIO, A. y MiCHAVILA PITARCH, F., Hacia una nueva Universidad. Apun-
tes para un debate, Tecnos, Madrid, 2001, p. 18).

(2) La declaracién como servicio piblico de la educacién, en general, tiene lugar, por pri-
mera vez en nuestro ordenamiento juridico a través de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General
de Educacién. En términos similares a los de la LOU —no sin alguna diferencia de matiz que se
comentard con posterioridad—, el art. 1 Ley Orgéanica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma
Universitaria (en adelante LRU) determinaba que el servicio piblico de la educacién superior corres-
ponde a la Universidad, que lo realiza mediante la docencia, el estudio y la investigacién. Sobre
el servicio piblico de la educacién, vid., SANCHEZ VEGA, M., la educacién como servicio piblico
en el derecho espariol, Ediciones SM, Madrid, 1981.
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mas y Universidades péblicas— en cuanto implicados directamente en la
garantia del servicio pdblico universitario, estan llamados a interrelacionarse
desde una doble perspectiva pues, de una parte, cada Universidad esté
vinculada a una entidad territorial, que las crea o sucede a la que las cred,
y, de ofra, la complejidad del sistema obliga a una cuidada coordinacién
entre sus agentes. Las consecuencias de régimen juridico de la complejidad
resefiada son obvias: el sistema de fuentes es también complejo y, ademés,
estd configurado desde la perspectiva de aquella autonomia universitaria. De
dicho régimen juridico se extrae, al tiempo, un régimen de prestacién del
servicio en el que, la calidad y la excelencia en las funciones propias de la
institucién que nos ocupa, debe compatibilizarse con el cumplimiento de todas
y cada una de sus funciones esenciales (no deberia incidir negativamente,
por tanto, en ninguna de ellas).

De cada uno de estos aspectos que se infieren de la definicién propuesta
del servicio piblico de educacién superior nos ocuparemos a lo largo de las
siguientes péginas. Como cuestidén previa conviene aclarar cual sea la natu-
raleza del servicio pdblico universitario.

Partiendo de la inexistencia de reserva que supone el reconocimiento a
favor de las personas fisicas y juridicas de la libertad de creacién de centros
docentes del art. 27.6 CE, la declaracién de la educacién superior como ser-
vicio publico debe considerarse desde aquella premisa. De este modo, puede
mantenerse que el servicio a la sociedad declarado como servicio piblico que
se presta por las Universidades piblicas es un servicio piblico en sentido
estricto, al tratarse de una actividad vinculada al interés general y cuya titu-
laridad la ostenta la Administracién. Pero el servicio a la sociedad puede tam-
bién realizarse desde aquella libertad de creacién de centros garantizada por
el art. 27.6 CE. De ahi que el art. 5 LOU determine la posibilidad de que
las personas fisicas o juridicas puedan crear Universidades privadas o cen-
tros universitarios privados. La vinculacién al interés general justifica que, en
todo caso, una entidad piblica habilite el ejercicio de la actividad.

En el caso de las Universidades privadas, dicha habilitacién se produce,
como establece el art. 4 LOU, a través del reconocimiento por ley, estatal o
autondmica. Los centros de universitarios privados se integran en Universida-
des privadas, como centros propios de las mismas o se adscriben a Universi-
dades plblicas o privadas (3). En el art. 11 LOU se regula el régimen de ads-

(3) La posibilidad de adscripcién de Centros a las Universidades privadas es una novedad
introducida por la modificacién de la LOU que tiene lugar mediante la Ley Orgénica 4/2007, de
12 de abril.
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cripcion de los centros de educacién superior adscritos a Universidades, que,
en todo caso, requiere la aprobacién de la Comunidad Auténoma correspon-
diente. Su naturaleza no tiene por qué ser exclusivamente privada, sino que
el propio art. 11 extiende la posibilidad de adscribir centros piblicos para
impartir estudios conducentes a la obtencién de titulos de carécter oficial y
validez en todo el territorio nacional a las Universidades.

Pero la realizacién del servicio piblico de educacion superior se afribuye
a las Universidades en general, sin distinguir el carécter piblico, o privado,
de las mismas. De ahi que, de acuerdo con el art. 3.2 LOU, se encomiende
a las Universidades privadas la realizacién de las funciones que, al servicio
de la sociedad, se establecen en el art. 1.2 (4). Ello exigird que, ain no
teniendo el cardcter de servicio piblico en sentido estricto, el que presten las
Universidades privadas haya de realizarse de acuerdo con unos estandares
minimos que ofrezcan un servicio a la sociedad equiparable, en términos de
calidad, al exigible a las Universidades piblicas.

Centrandonos en estas (ltimas que constituyen el objeto de estudio de
las presentes pdginas, debe hacerse notar que a estas corresponde la reali-
zacién del servicio piblico de educacién superior. La titularidad del servicio,
como se ha sefialado, no corresponde a las Universidades piblicas, que se
configuran, de este modo, en una suerte de instrumento para la gestién directa
descentralizada del servicio piblico mediante la técnica de la descentralizo-
cié6n funcional (5).

(4) El tradicional debate entre Universidad publica y Universidad privada parece estar supe-
rado, en el entendimiento de que pueden convivir, porque, como apunta EMBID IRUJO, A., La ense-
fianza en Espafia en el umbral del silo XXI, Tecnos, Madrid, 2000, p. 19, los ciuvdadanos ponemos
hoy predominantemente el acento de nuestro interés en la demanda de calidad de los servicios pibli-
cos y de los servicios de interés comin que proporcionan las empresas privadas, con exigencias
claras en esa direccién a sus distintos responsables. Ahora bien, es indiscutible el papel béasico de
la Universidad poblica, en la que debe centrarse la financiacién poblica, sin perjuicio de que el sis-
tema de becas se aplique también a los alumnos de las privadas o que sus investigadores puedan
concurrir a convocatorias de fondos de investigacién (EMBID IRUJO, A. y MICHAVILA PiTARcH, F., Hacia
una nueva Universidad. Apuntes para un debate, Tecnos, Madrid, 2001, pp. 23 ss.).

(5) De ahi que la LOU haya sustituido los términos empleados por la LRU, en cuyo art. 1 se
determinaba que el servicio pablico de educacién corresponde a la Universidad. La redaccién que
se da en la LOU determina que dicho servicio publico se realiza por la Universidad.
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ll. EL SERVICIO UNIVERSITARIO COMO SISTEMA NACIONAL EN
EL QUE PARTICIPAN EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES AUTO-
NOMAS

El servicio pUblico universitario, entendido como el conjunto de pres-
taciones dirigidas a satisfacer la educacién superior, se configura, en la
LOU, como un sistema nacional, en el que, sin embargo, y en base a la dis-
tribucién de competencias entre Estado y Comunidades Auténomas en esta
materia y dado que concurren fanto intereses generales estatales como auto-
némicos, también van a participar estas. Habra que estar pues al reparto com-
petencial para conocer el exacto alcance de la participacién de cada una de
las entidades implicadas.

De acuerdo la Disposicién final primera LOU, las competencias del Estado
en materia universitaria se fundamentan en cuatro titulos competenciales expre-
sados en el art. 149.1 CE. En primer término, el apartado 30, atribuye al
Estado la competencia exclusiva de la regulacién de las condiciones de obten-
cién, expedicién y homologacién de titulos académicos y profesionales y nor-
mas basicas para el desarrollo del art. 27, a fin de garantizar el cumpli-
miento de las obligaciones de los poderes pablicos en esta materia. Como
materia propiamente universitaria, aunque no exclusiva de las Universidades,
el art. 149.1.15 establece la competencia exclusiva del Estado en relacién
al fomento y coordinacion general de la investigacién cientifica y técnica.
Pero ademds, en la medida que el derecho a la educacién es un derecho
fundamental, también se invoca el apartado 1 del art. 149.1, en cuya vir-
tud, al Estado corresponde la regulacién de las condiciones basicas que garan-
ticen la igualdad de todos los espafioles en el ejercicio de los derechos y en
el cumplimiento de los deberes constitucionales. Finalmente, en cuanto Admi-
nistraciones puiblicas, la competencia estatal en materia de Universidades se
justifica en el titulo competencial expresado en el art. 149.1.18 (bases del
régimen juridico de las Administraciones publicas y del régimen estatutario
de sus funcionarios que, en todo caso, garantizaran a los administrados un
tratamiento comin ante ellas; el procedimiento administrativo coman, sin per-
juicio de las especialidades derivadas de la organizacién propia de las Comu-
nidades Auténomas; legislacion sobre expropiacion forzosa; legislacién
basica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de respon-
sabilidad de todas las Administraciones publicas).

Por lo que hace a las Comunidades Auténomas, la Unica referencia que
se encuentra en el art. 148 CE es a la investigacién, respecto de la que podian
asumir en sus Estatutos competencias de fomento (art. 148.1.17 CE). En este
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sentido la competencia en materia de investigacién es una competencia com-
partida entre el Estado y las Comunidades Auténomas (6). Ha de estarse, por
tanto, a los Estatutos de Autonomia para conocer el exacto alcance de las
competencias que, en el margen que permite el art. 149.1 CE, se han asu-
mido en materia de ensefianza superior. En materia de educacién, con mati-
ces de redaccioén, las Comunidades Auténomas asumieron inicialmente la com-
petencia plena para la regulacién y administracién de la ensefianza en toda
su extensién, niveles y grados, modalidades y especialidades en el dmbito de
sus competencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 27 CE y Leyes Orgé-
nicas que conforme al art. 81.1 CE, lo desarrollen; de las facultades que atri-
buye al Estado el art. 149.1.30 CE y de la alta inspeccién necesaria para
su cumplimiento y garantia (7). Las competencias asumidas en materia de Uni-
versidades en el proceso de reforma de los Estatutos de Autonomia empren-
dido en los ltimos afos, se han perfilado en lo que a su contenido concreto
se refiere, con la evidente ventaja de aclaracién de su alcance. La relacién
de competencias mds detallada se recoge en los Estatutos cataldn y andaluz,
en los que se sistematizan de manera muy similar y en funcién del caracter
de la competencia —exclusiva, compartida o de ejecucién— (8). En esta linea,

(6) En cumplimiento del mandato contenido en el art. 44.2 CE, en cuya virtud, los poderes
publicos promoverén la ciencia y la investigacién cientifica y técnica en beneficio del interés gene-
ral. En los Estatutos de Autonomia, se asume de diferente modo la competencia en materia de
investigacién, dotandose, en la mayoria de los casos, de cardcter exclusivo dentro del marco esta-
blecido por el 149.1.15 CE. Sobre esta cuestion, PINAR MAaRAs, J.L., «El sistema institucional de
investigacién cienfifica y la Universidad», RAP nim. 118, 1989, p. 151 y Cueto PérRez, M., Régi-
men juridico de la investigacién cientifica: la labor investigadora en la Universidad, Cedecs, Bar-
celona, 2002, pp. 115 ss. En este dmbito, son por tanto compatibles las politicas cientificas esta-
tal y autonédmicas desde la perspectiva de la Constitucién que deja sentado, no obstante, que las
facultades de coordinacién general corresponden al Estado, lo que, por otra parte, como dejé
sefialado la STC 90/1992, de 11 de junio, no puede suponer un vacio de contenido de la com-
petencia autonémica.

(7) Las competencias en materia de educacién se asumieron, en un primer momento, por las
Comunidades Auténomas del Pais Vasco, Cataluiia, Galicia, Andalucia y Navarra, transfiriéndose
a Canarias y Valencia mediante Leyes Orgdnicas de transferencias del art. 150.2 CE. Las Comuni-
dades Auténomas de segundo grado tuvieron que esperar a las reformas estatutarias de 1994, para
asumir dicha competencia.

(8) Como competencias exclusivas se establecen la programacién y la coordinaciéon del sis-
tema universitario autonémico en el marco de la coordinacién general; las decisiones de creacion
de Universidades piblicas y la autorizacién de las privadas; la aprobacién de los estatutos de las
Universidades publicas y de las normas de organizacién y funcionamiento de las Universidades pri-
vadas; la coordinacién de los procedimientos de acceso a las Universidades; el marco juridico de
los titulos propios de las Universidades, de acuerdo con el principio de autonomia universitaria; la
financiacién propia de las Universidades vy, si procede, la gestién de los fondos estatales en mate-
ria de ensefianza universitaria; la regulacion y la gestién del sistema propio de becas y ayudas a
la formacién universitaria y, si procede, la regulacién y la gestién de los fondos estatales en esta
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aunque en menor detalle, deben incluirse también las actuales redacciones de

los arts. 36 EA Baleares, 73 EA Aragén y 73 EA Castilla y Ledn (9).

Debe hacerse notar desde este momento, sin perjuicio de que abunde-
mos en ello en el lugar correspondiente, que la autonomia universitaria de la
gozan las Universidades conforme al art. 27.10 CE no es pues, ilimitada, sino
que por el contrario, ha de desarrollarse en ese marco competencial del que

materia: el régimen retributivo del personal docente e investigador contratado de las Universidades
y el establecimiento de las retribuciones adicionales del personal docente funcionario. Son compe-
tencias compartidas autonémicas la regulacién de los requisitos para la creacién y el reconocimiento
de Universidades y centros universitarios y la adscripcién de estos centros a las Universidades; el
régimen juridico de la organizacién y el funcionamiento de las Universidades piblicas; incluyendo
los 6rganos de gobierno y representacién; la adscripcién y la desadscripcién de centros docentes
piblicos o privados para impartir titulos universitarios oficiales y la creacién, la modificacién y la
supresion de centros universitarios en Universidades pablicas, asi como el reconocimiento de estos
centros en Universidades privadas y la implantacién y la supresién de ensefianzas; la regulacién
del régimen de acceso a las Universidades; la regulacién del régimen del profesorado docente e
investigador contratado y funcionario; la evaluacién y la garantia de la calidad y de la excelencia
de la ensefianza universitaria, asi como del personal docente e investigador. Finalmente, se deter-
mina la competencia autonémica ejecutiva en relacién a la expedicion de titulos universitarios. Vid.,
arts. 127 EA Catalufia, Ley Organica 6/2006, de 19 julio, y 53 EA Andalucia, Ley Orgénica
2/2007, de 19 marzo.

(9) En los EA de Baleares y Castilla y Leén se asume la competencia autonémica de desarro-
llo legislativo y de ejecucién de la ensefianza en toda su extension, niveles y grados, modalidades
y especialidades. Como competencias exclusivas, el art. 36 EA Baleares (Ley Orgénica 1/2007,
de 28 febrero de Reforma del Estatuto de Autonomia), establece, sin perjuicio de la autonomia uni-
versitaria, la programacién y la coordinacién del sistema universitario, la financiacién propia de las
Universidades y la regulaciéon y la gestion del sistema propio de becas y ayudas. Con mayor deta-
lle, las competencias exclusivas de la Comunidad Auténoma establecidas en el art. 73 EA Castilla
y Ledn (Ley Orgénica 14/2007, de 30 noviembre de Reforma del Estatuto de Autonomial), sin per-
juicio de la autonomia de las Universidades, son las siguientes: la programacién y coordinacion del
sistema universitario de Castilla y Leédn; la creacién de Universidades piblicas y autorizacién de las
privadas; la aprobaciéon de los estatutos de las Universidades piblicas y de las normas de organi-
zacién y funcionamiento de las privadas; la coordinacién de los procedimientos de acceso a las
Universidades y regulacién de los planes de estudio; el marco juridico de los fitulos propios de
las Universidades; la financiacién de las Universidades; la regulacién y gestién del sistema propio
de becas y ayudas al estudio; el régimen retributivo del personal docente e investigador contratado
en las Universidades publicas y el establecimiento de retribuciones complementarias del personal
docente e investigador funcionario. Finalmente, el art. 73 EA Aragén (Ley Organica 5/2007, de
20 abril, de Reforma del Estatuto de Autonomia), dispone que corresponde a la Comunidad Auté-
noma la competencia compartida en ensefianza en toda su extensién, niveles y grados, modalida-
des y especialidades, que, en todo caso, incluye la ordenacién del sector de la ensefianza y de la
actividad docente y educativa, su programacién, inspeccién y evaluacién; el establecimiento de cri-
terios de admisién a los centros sostenidos con fondos piblicos para asegurar una red educativa
equilibrada y de caracter compensatorio; la promocién y apoyo al estudio; la formacién y el per-
feccionamiento del personal docente; la garantia de la calidad del sistema educativo, y la ordena-
cién, coordinacién y descentralizacién del sistema universitario de Aragén con respeto al principio
de autonomia universitaria.
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se derivan funciones que corresponden tanto al Estado como a las Comuni-
dades Auténomas. O en otros términos, la razén de ser de la autonomia uni-
versitaria tutelada por el art. 27.10 de la Constitucién no es ofra que la de
proteccién de la libertad académica —de ensefianza, estudio e investigacién—
frente a injerencias externas (SSTC 55/1989, 106/1990, 187/1991), lo cual
no excluye las limitaciones que a esa autonomia imponen otros derechos fun-
damentales, la existencia de un sistema universitario nacional —que exige ins-
tancias coordinadoras— o las limitaciones propias del servicio piblico que

desemperia (STC 26/1987).

lll. LAS UNIVERSIDADES EN CUANTO PRESTADORAS DEL SERVICIO:
SU CONSIDERACION COMO ENTES INSTITUCIONALES ATiPICOS

1. La caracterizacién de las Universidades como Administraciéon
Pudblica

En virtud de la declaracién contenida en el art. 3.1 LOU, en la que se
pretende determinar la naturaleza de las Universidades, segin se desprende
del titulo que se le da al mismo (10), las Universidades publicas son las ins-
tituciones creadas por Ley de la Asamblea Legislativa de la correspondiente
Comunidad Auténoma o de las Cortes Generales a las que se asigna las fun-
ciones al servicio de la sociedad a las que se hizo referencia més atrés, rela-
cionadas en el art. 1.2 LOU. La lectura del precepto, sin embargo, no sumi-
nistra el dato acabado que permita la aprehensién de su exacta naturaleza,
sin perjuicio de que aporte indicios, en absoluto desdefiables, para que pueda
concretarse (11).

(10) Su tenor literal es el siguiente:

Articulo 3. Naturaleza.

1. Son Universidades pdblicas las instituciones creadas por los érganos legislativos a que se
refiere el apartado 1 del articulo 4 y que realicen todas las funciones establecidas en el apartado
2 del articulo 1.

Por su parte, los arts. 4.1 y 1.2 LOU hacen referencia a los érganos legislativos y a las fun-
ciones de la Universidad mencionados, respectivamente, en texto.

(11) Esta es, por lo demds, la linea seguida por la legislacién tradicional en materia de Uni-
versidades, que no ha definido a la Universidad, dejando a salvo la excepciéon constituida por el
articulo Primero de Lley de 28 de julio de 1943, de Ordenacién de la Universidad Espafiola que
conceptuaba a la Universidad espafiola como una corporacién de maestros escolares a la que el
Estado encomienda la misién de dar la ensefianza en el grado superior y de educar y formar a la
juventud para la vida humana, el cultivo de la ciencia y el ejercicio de la profesién al servicio de
los fines espirituales y del engrandecimiento de Espafa.
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La calificacién de las Universidades piblicas como instituciones conlleva
la consideracién implicita por el legislador de las Universidades como parte
de la denominada Administracién institucional o instrumental, asunto al que
posteriormente dedicaremos especial atencién. En este momento nos centrare-
mos en la cuestion de su consideracién como Administraciones Piblicas, idea
que puede vislumbrarse en la disposicién final primera de la LOU, que men-
ciona entre los titulos bajo cuya cobertura se dicta la Ley estatal, el contenido
en el art. 149.1.18, que cémo es sabido atribuye al Estado las competencias
relativas al régimen de las Administraciones puéblicas, de lo que puede con-
cluirse que el legislador estatal implicitamente parte de considerar como tales
a las Universidades piblicas (12). Junto a ello, son diversas las menciones de
la LOU que permiten llegar a la misma conclusién.

En primer término, el art. 6.4 LOU residencia en la jurisdiccion conten-
cioso-administrativa las pretensiones que se deduzcan frente a los actos dic-
tados por la Universidad. El precepto especifica los actos que agotan la via
administrativa y son impugnables directamente ante la jurisdiccion conten-
cioso-administrativa —resoluciones del Rector y acuerdos del Consejo Socidal,
del Consejo de Gobierno y del Claustro Universitario—, lo que a contrario
determina que el resto de los actos dictados por ofros 6rganos de la Univer-
sidad podréan impugnarse ante dicha jurisdiccién cuando agoten la via admi-
nistrativa, de ahi que pueda predicarse la aplicacién del Derecho adminis-
trativo a las Universidades. Desde la perspectiva de la Ley 29/1998, de 13
de julio, reguladora de la jurisdiccion contencioso-administrativa, lo que debe
entenderse por Administraciones Piblicas, a los efectos de la propia Ley, se
determina en el art. 3.2, esto es, la Administraciéon General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Auténomas, las entidades que inte-
gran la Administraciéon local y las entidades de Derecho piblico que sean
dependientes o estén vinculadas al Estado, las Comunidades Auténomas o
las Entidades locales. Dado que, al regularse la extensiéon de la jurisdiccion
contencioso-administrativa no se hace otra referencia expresa a las Univer-
sidades —que tampoco se encuentran relacionadas en el art. 1.3, entre los
brganos constitucionales cuyos actos se conocen por esta jurisdicciéon—,
es en este Gltimo grupo en el que, por exclusiéon, han de considerarse com-
prendidas (13).

(12) Vid. DEL VALE PASCUAL, Juan Manuel, La Universidad: una administracién piblica en trance
de revisién, Diario La Ley (ndm. 6318 de 2005), pp. 1 a 5. También en Estudios sobre Régimen
Juridico Universitario, Universidad de Burgos, Servicio de Publicaciones, Burgos, 2006, pp. 13 ss.

(13) Sobre ello, GurrRea CAsAMAYO, F., «Las Universidades piblicas ante el nuevo régimen con-
tencioso-administrativo», en esta REVISTA, nom. 14, pp. 503 ss.
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En segundo lugar, la previsién de un régimen funcionarial para su per-
sonal docente e investigador y de administracién y servicios —que, como es
sabido, convive con el del personal contratado en ambos dmbitos (14)—, per-
mite también entender que las Universidades piblicas son Administraciones
plblicas. Y en esta misma linea cabe mencionar la remisién, en cuanto al
régimen de la actividad econémico-financiera de las Universidades, a la legis-
lacién financiera y presupuestaria aplicable al sector piblico (15), o la atri-
bucién a las mismas de la titularidad de los bienes de dominio piblico afec-
tos al cumplimiento de sus funciones, cuya administracién y disposicién ha de
ajustarse a las normas generales que rijan en esta materia (16). En relacién
a este (ltimo extremo, debe sefialarse que los bienes de dominio piblico o
demaniales son una de las tipologias, junto a los de dominio privado o patri-
moniales, que integran el patrimonio de las Administraciones Piblicas, de
acuerdo con lo establecido en el art. 4 de la Ley 33/2003, de 3 de noviem-
bre, del Patrimonio de las Administraciones Piblicas. Decir que las Universi-
dades son titulares de bienes de dominio pUblico es afirmar, pues, que son
Administraciones Publicas.

En la legislacién universitaria autonémica pueden encontrarse referen-
cias puntuales que implicitamente parten de la consideracion de que las Uni-
versidades son Administracién piblica, en la mayoria de los casos por la
remisién, en cuanto a su contratacién, a la legislacién de contratos de las
Administraciones poblicas (17). Esta, por lo demas, ha considerado expre-
samente a las Universidades pUblicas como Administraciones piblicas den-
tro del sector piblico, al disponer el art. 3.2 de la Ley 30/2007, de 30 de
octubre, de Contratos del Sector Piblico que, dentro del sector pidblico, y a
los efectos de esta Ley, tendran la consideracién de Administraciones Pibli-
cas los siguientes entes, organismos y entidades: ... c| Las Universidades
Pablicas.

Es de singular interés la regulacion que, en cuanto al régimen juridico
de las Universidades introduce la ley catalana, al establecer el carécter suple-

(14) Vid., arts. 47 y 73 LOU.

(15) Art. 79.2 LOU.

(16) Art. 80 LOU.

(17) En este sentido, arts. 160 Ley 1/2003, de 19 de febrero, de Universidades de Cata-
luia, 102 Ley 3/2004, de 25 febrero, de Universidades del Pais Vasco y 65 Ley 3/2005, de
25 de abril, de Universidades de la Regién de Murcia. Sobre la aplicabilidad de la legislacién
de contratos por las Universidades, vid., SOSA WAGNER, F., «La contratacién piblica en las Uni-
versidades», en Las Universidades piblicas y su régimen juridico, Lex Nova, Valladolid, 1999,
p. 61 ss.
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torio de la legislacién general de las Administraciones publicas, por una parte,
y al atribuirle la generalidad de potestades de las mismas (18).

La ley 15/2003, de 22 de diciembre, Andaluza de Universidades ha
ido més alld, reconociendo directamente la naturaleza de Administraciones
piblicas de las Universidades piblicas andaluzas, atribuyéndoles las prerro-
gativas y potestades propias de las Administraciones piblicas y sometiéndo-
las a los principios a los que, con carécter general, estas han de ajustar su
actuacién. La ley andaluza, en el Capitulo VI del Titulo | regula «la actuaciéon
administrativa» de las Universidades; consta dicho Capitulo de dos preceptos
(arts. 28 y 29), en el primero de los cuales se regulan las prerrogativas y
potestades de las Universidades como sigue:

1. Las Universidades piblicas andaluzas, en su calidad de Administra-
ciones publicas, y dentro de la esfera de sus competencias, ostentaran las pre-
rrogativas y potestades propias de las mismas y, en todo caso, las siguientes:

a. la potestad de reglamentacién de su propio funcionamiento y orga-
nizacioén.
b. Lla potestad de programacién y planificacién.

c. la potestad de investigacién, deslinde y recuperacién de oficio de sus
bienes.

La presuncién de legalidad y ejecutividad de sus actos.
Las potestades de ejecucién forzosa y sancionadora.

La potestad de revisién de oficio de sus actos y acuerdos.

@ = o

La inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos previs-
tos en las leyes, las prelaciones y preferencias reconocidas a la
Hacienda Piblica para los créditos de la misma, sin perjuicio de las
que correspondan a las Haciendas del Estado y de la Comunidad
Auténoma.

h. La exencién de garantias, depésitos y cauciones ante cualquier érgano
administrativo de la Junta de Andalucia.

(18) Apartados 3 y 4 del art. 102 Ley 1/2003, de 19 de febrero, de Universidades de
Catalufia:

3. En defecto de norma expresa y en el marco de la legislacién bésica del Estado, es de apli-
cacién supletoria a las Universidades piblicas de Catalufia la legislacién de la Generalidad sobre
el procedimiento administrativo, el régimen de los funcionarios de la Administracién de la Genera-
lidad, salvo el régimen estatutario aplicable a los funcionarios de los cuerpos docentes universita-
rios, el régimen patrimonial y financiero y la contratacién administrativa.

4. las Universidades pdblicas ejercen las prerrogativas establecidas por la normativa vigente
para las administraciones piblicas, excepto las propias y exclusivas de los entes territoriales.
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2. De acuerdo con lo dispuesto en el ordenamiento juridico, tendrén plena
capacidad para adquirir, poseer, reivindicar, permutar, gravar o enajenar toda
clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras y servicios,
obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las acciones previs-
tas en las leyes.

Por su parte, el art. 29 de la misma Lley Andaluza de Universidades
establece los principios de gestién a los que han de adecuarse los servicios
académicos, asi como los administrativos, econémicos y cualesquiera ofros
que sean precisos para el funcionamiento de las Universidades andaluzas,
mencionando, en lo esencial, los principios a los que como es sabido ha
de ajustarse la actuacién de las Administraciones Piblicas de acuerdo con
establecido en el art. 103 CE, y en concreto, los de eficacia, jerarquia, des-
centralizacién, desconcentracién y coordinacién, a los que aiade la ley los
de cooperacién y asistencia activa a otras Universidades y Administraciones
publicas.

2. Las Universidades puoblicas como parte de la Administraciéon
institucional

Para entender qué tipo de Administracién es la Universidad, ademés de
su definicién como institucién a la que ya se ha hecho referencia, son deter-
minantes referencias que se contienen en la LOU, como la atribucién a las
Universidades de personalidad juridica, el reconocimiento, que arranca de la
propia CE, de su autonomia, asi como la encomienda a las mismas de la rea-
lizacién del servicio piblico de la educacién superior.

A) La atribucién de personalidad juridica

El arficulo 2.1 LOU dota a las Universidades de personalidad juridica (19),
poniendo dicho dato en conexién directa con el de la autonomia: Las Universi-
dades estdn dotadas de personalidad juridica y desarrollan sus funciones en
régimen de autonomia y de coordinacién entre todas ellas (20). Sin perjuicio

(19) Tal atribucién se realiza también en favor de las Universidades privadas, estableciéndose
que adoptarédn algunas de las formas admitidas en Derecho y determinando que su objeto social
exclusivo serd la educacién superior.

(20) La personalidad juridica, sin embargo, para la Ley de 28 de julio de 1943, de Orde-
nacién de la Universidad Espafiola, servia para posicionar a la Universidad en una justa linea media
que excluye el intervencionismo rigido y la autonomia abusiva (vid., Exposicién de Motivos). Dicha
personalidad juridica se limitaba, de acuerdo con el art. 5 de la citada Ley, al ejercicio de funcio-
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de que dejemos para un momento posterior el andlisis de los efectos del reco-
nocimiento de la autonomia universitaria desde la perspectiva, exclusiva, de lo
que a este trabajo interesa, debe dejarse sentado en este lugar que la atribu-
cién de personalidad juridica comporta una serie de consecuencias que nos per-
mitirGn aproximarnos al objetivo Gltimo de estas pdginas, la determinacién de
la naturaleza juridica de las Administraciones pablicas.

Siendo la personalidad el dato permanente en una Administracién, a tra-
vés del cual se hace posible su sometimiento al Derecho y, en concreto, al
Derecho administrativo, puede redundarse en el carécter de Administracion
piblica, distinta a otras, de las Universidades pablicas, que por ello se con-
figuran como sujetos de derecho vy, por tanto como titulares de derechos sub-
jetivos e intereses legitimos y obligaciones, que ostentan potestades e infervie-
nen en las relaciones juridicas, pudiendo asi efectuar todo tipo de contratos
e intervenir en los mas diversos negocios juridicos (21). El dato de la perso-
nalidad juridica de las Administraciones Piblicas, reconocido en nuestro orde-
namiento en el art. 3.4 LPAC (22), implica que cada Administracién es una
Onica persona juridica. Junto a ello, debe recordarse que de acuerdo con el
art. 2 LPAC y a los efectos de la propia Ley, en el concepto de Administra-
ciones publicas deben entenderse incluidas, ademas de las Administraciones
territoriales, las entidades de Derecho Piblico con personalidad juridica pro-
pia vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Pabli-

nes universitarias, siendo necesaria la autorizacién del Ministerio de Educacién Nacional para las
adquisiciones onerosas o lucrativas y para toda clase de enajenaciones o imposicién de gravéme-
nes, asi como para la anual vigencia de su presupuesto. Sera la Ley 14/1970, de 4 de agosto,
General de Educacién, la que atribuya, como consecuencia del dato de la personalidad juridica de
las Universidades, la plena capacidad de obrar y defermine que tendrén patrimonio propio: Las
Universidades tendrén personalidad juridica y patrimonio propio y gozardn de plena capacidad
para redlizar, todo género de actos de gestién y disposicién, sin més limitaciones que las estable-
cidas por las Leyes (art. 63.3 Lley 14/1970). Tras la promulgacién de la Constitucion Espafiola y
el reconocimiento de la autonomia de las Universidades por el art. 27.10, la LRU, ligaré el dato
de las personalidad juridica a dicha autonomia, en sentido similar al que actualmente se recoge en
la LOU: Las Universidades estén dotadas de personalidad juridica y desarrollan sus funciones en
régimen de autonomia y de coordinacién entre todas ellas (art. 3.1 LRU). Por lo demés, el art. 2.1
LOU expresamente atribuye personalidad juridica a las Universidades privadas.

(21) Como es bien sabido la teoria personalista o estatutaria fue apuntada por el Prof. Gag-
Cia DE ENTERRIA en un conocido trabajo, «Observaciones sobre el fundamento de la inderogabilidad
singular de los Reglamentos», RAP nim. 27, p. 85 y desarrolladas en ofro posterior («Verso un con-
cetto di diritto amministrativo come diritto statutario», Rivista trimestrale di Diritto Pubblico, 1960,
pp- 319 y 320) que posteriormente ha pasado al Curso de Derecho administrativo, elaborado en
colaboracién con T.R. FERNANDEZ RODRIGUEZ. Més recientemente este autor reiterd su posicién en «El
concepto de personalidad juridica en el Derecho piblico», RAP nim. 129, 1992, p. 195 ss.

(22) Cada una de las Administraciones piblicas actia para el cumplimiento de sus fines con
personalidad juridica Gnica.
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cas, que tendrdn asimismo la consideracién de Administracion Piblica (23).
De esta definicién, cabria ya llegar a conclusiones sobre la concreta natura-
leza de las Universidades piblicas pues, tanto por exclusién como por defini-
cién, no son Administraciones territoriales, lo que las colocaria necesariamente
en el Oltimo grupo de entidades citadas en el art. 3.4 LPAC (24).

Por exclusion porque la atribucién de personalidad juridica implica que
es una Administracién Onica y distinta a otras, por lo que no puede confun-
dirse o identificarse con las entidades enumeradas en el art. 2.1 —Adminis-
tracién General del Estado, Administraciones de las Comunidades Auténomas
o las entidades que integran la Administracién local— (25). Por definicién por-
que las Universidades publicas no son entes que se organicen para el cum-
plimiento de la pluralidad de fines propios de la colectividad asentada en un
determinado territorio, que es como se definen, cabalmente, las Administro-
ciones ferritoriales. Por el contrario, se trataria de un supuesto en el que el
ente ferritorial crea a otro ente dotado de personalidad juridica para la ges-
tién descentralizada de determinadas funciones de aquel —en el caso el ser-
vicio piblico de educacién superior—, y por tanto para el cumplimiento de
fines distintos de los particulares de los individuos que lo integran, y en el que
el territorio no constituye un factor determinante. Esta naturaleza de ente no
territorial tiene ademéds como consecuencia que las Universidades piblicas no
estén investidas de la titularidad de todas las potestades piblicas propias de
las Administraciones territoriales y que sus competencias no se extiendan a
todos los sujetos que se encuentren en el territorio de su jurisdiccion. En defi-
nitiva, estariamos ante un supuesto, en el caso de las Universidades, de ente

(23) El precepto sujeta la actividad de dichas Entidades a la LPAC cuando ejerzan potesta-
des administrativas, sometiéndose en el resto de su actividad a lo que dispongan sus normas de
creacién. Sobre la sujecion de las Universidades a diversos aspectos regulados en la LPAC pueden
verse los trabajos de ALEGRE Avila, J.M., «El régimen de los érganos colegiados: su extensién a los
érganos colegiados universitarios», en Las Universidades publicas y su régimen juridico, Lex Nova,
Valladolid, 1999, p. 326 ss. y FERNANDEZ FERNANDEZ, J.J., «Perspectiva jurisprudencial de los requi-
sitos formales del procedimiento administrativo en el dmbito de la Universidad», REDA nom. 109,
pp. 115 ss.

(24) Como entidades de Derecho piblico las califican SOUVIRON MORENILLA, J.M., y PALENCIA
HERREION, F., La nueva regulacién de las Universidades. Comentarios y andlisis sistemético de la Ley
Orgénica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, Editorial Comares, Granada, 2002,
p. 51 ss.

(25) Cualquier intento de equiparacién entre la Universidad Piblica, como es la de Granada,
y el Estado o las Comunidades Auténomas tropieza concluyentemente con el régimen establecido
por la propia ley de Reforma Universitaria, en especial a tenor del reconocimiento de su autono-
mia en el articulo 27.10 de la Constitucién , como de su plena y completa personalidad juridica,
art. 3 de la Lley 11/1983, de manera que configura a las Universidades como una nueva catego-
ria de administracién piblica (STS) Andalucia 20 marzo 2000).
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institucional de Derecho publico (26), creado por un ente ferritorial mediante
un acto fundacional.

B) Régimen de creacién de las Universidades publicas

A la entrada en vigor de la LOU el proceso de traspaso de Universida-
des transferida estaba concluido, de modo que todas las Universidades publi-
cas, salvo la UNED y la UIMP, se traspasaron, mediante los correspondientes
Reales Decretos de traspasos de servicios, de la Administracién del Estado a
las Comunidades Auténomas, integrédndose en el dmbito de las mismas que
se subrogaron en la posicién del Estado al que, por tanto, sucedieron.

Por su parte, la LOU determina el régimen de creacién de las Universi-
dades piblicas en el art. 4, estableciendo que puede tener lugar por ley esta-
tal o autonédmica. En este Gltimo caso, la ley habré de dictarse por la Comu-
nidad Auténoma en cuyo dmbito territorial haya de establecerse la Universidad
en cuestién. La ley estatal, en su caso, se dictaria a propuesta del Gobierno,
de acuerdo con el Consejo de Gobierno de la Comunidad Auténoma en cuyo
dmbito territorial haya de establecerse. Como puede apreciarse, la posibi-
lidad de que existan, al margen de la UNED o de la UIMP, otras Universi-
dades estatales se supedita al acuerdo previo con el Consejo de Gobierno
autonémico (27).

En cualquier caso, sea la Comunidad Auténoma o el Estado quien tome
la iniciativa, es preceptivo, aunque no vinculante, el informe previo del Con-
sejo de Coordinacién Universitaria, segin la redaccion que no ha corregido
la Ley 4/2007, de 12 de abril, del art. 4.2 LOU. El olvido debe interpretarse,
en mi opinién, dando cabida a los dos nuevos érganos de coordinacién del

(26) Como instituciones califica el art. 3 LOU a las Universidades piblicas, segin se expuso
més atrds. La STC 240/2001 de 18 diciembre, por su parte, las califica como entidades de Dere-
cho publico.

(27) Al respecto, la disposicién adicional primera de la LOU aclara que las Cortes Genera-
les y el Gobierno ejercerén las competencias que la presente Ley atribuye, respectivamente, a la
Asamblea Legislativa y al Consejo de Gobierno de las Comunidades Auténomas, en cuanto se refiere
a las Universidades creadas o reconocidas por Ley de las Cortes Generales, de acuerdo con lo esta-
blecido en el art. 4, y en atencién a sus especiales caracteristicas y édmbito de sus actividades,
a la Universidad Nacional de Educacién a Distancia y la Universidad Internacional Menéndez Pelayo.
La constitucionalidad de esta previsién ha sido discutida por alguno de los recursos interpuestos con-
tra la LOU. SOUVIRON MORENILLA, J.M., y PALENCIA HERREION, F., La nueva regulacién de las Universi-
dades. Comentarios y andlisis sistemético de la Ley Orgénica 6/2001, de 21 de diciembre, de Uni-
versidades, Editorial Comares, Granada, 2002, pp. 162 y 163, mantienen la constitucionalidad de
la disposicién que justifican en el art. 27.5 CE, que vincula a todos los poderes piblicos, incluido
el Estado, y en el 149.1.30, que habilita al Estado a desarrollar el art. 27 CE.
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sistema nacional cuyo régimen se desarrollard con posterioridad, esto es, tanto
a la Conferencia General de Politica Universitaria como al Consejo de Uni-
versidades, por existir, en estos casos, motivos que avalan la intervencién tanto
del érgano que coordina desde la perspectiva politica, como de aquel que lo
hace desde el punto de vista académico (28). A la Administracién estatal
corresponde también otra competencia relacionada con la creacién de Uni-
versidades, sean estatales o autonémicas, cual es la determinacién, con cardc-
ter general, de los requisitos bésicos para ello, que deberan contemplar los
medios y recursos adecuados para el cumplimiento por las Universidades de
las funciones a que se refiere el art. 1.2 LOU. Estos requisitos se dictaran
previo informe del Consejo de Coordinacién Universitaria, ex art. 4.3 LOU,
referencia que debe interpretarse en el sentido que se acaba de dar a la pre-
visién anterior. El comienzo de las actividades, no obstante, corresponde auto-
rizarlo a la Comunidad Auténoma, una vez comprobado el cumplimiento de
los requisitos sefialados en el apartado anterior y de lo previsto en la Ley
de creacién (29). Convenimos con SOUVIRON MORENILLA y PALENCIA HERREJON en
que, si bien la LOU no ha regulado los supuestos de extincién y modificacién
en el caso de las Universidades publicas —aunque lo hace en el caso de las
privadas, debe regir en estos casos el principio del contrarius actus (30), por
lo que el mismo procedimiento seria aplicable. Lo que la LOU si ha previsto
es la obligacién de las Universidades de mantener en funcionamiento sus cen-
tros y ensefianzas durante el plazo minimo que resulte de la aplicacién de las
normas generales que se dicten en desarrollo de los articulos 34 y 35, en los
que se regulan los fitulos universitarios y los titulos oficiales, por lo que debe
estarse al art. 28.4 del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el
que se establece la ordenacién de las ensefianzas universitarias oficiales, pre-
cepto en el que se regula la modificacién y extincién de los planes de estu-
dios conducentes a ftitulos oficiales, y en cuya virtud las Universidades estén
obligadas a garantizar el adecuado desarrollo efectivo de las ensefianzas que
hubieran iniciado sus estudiantes hasta su finalizacion.

(28) En tal sentido, son obvias las razones por las que convendria el informe académico del
Consejo de Universidades. Por ofra parte la entrada en el procedimiento de la Conferencia Gene-
ral de Politica Universitaria se justifica en el marco de la programacién general de la ensefianza
universitaria, materia en relacién a la que el art. 27 bis.1, le asigna la funcién de planificacién,
informe, consulta y asesoramiento.

(29) Art. 4.4 LOU.

(30) SOUVIRON MORENILLA, J.M., y PALENCIA HERREION, F., La nueva regulacién de las Universi-
dades. Comentarios y anélisis sistemético de la Ley Orgénica 6/2001, de 21 de diciembre, de Uni-
versidades, Editorial Comares, Granada, 2002, pp. 111y 112.
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C) Su calificacién como ente institucional atipico: la autonomia
universitaria

Sentado su cardcter de ente institucional, su categorizacién viene marcada
por el dato de la autonomia de que gozan las Universidades. Esta nota los posi-
ciona, a mi entender, entre los denominados entes institucionales atipicos (31),
calificacién, ademds, intensificada por su carécter represen-ativo, sin que este
dltimo dato, por ofra parte, permita calificarlas como corporaciones (32).

La Lley 6/1997, de 14 de abril, de Organizacién y Funcionamiento de
la Administracién General del Estado (en adelante LOFAGE), incluye a las Uni-
versidades no transferidas, en la relacién de organismos pablicos que se rigen
por su legislacién especifica, remitiéndose también a su normativa propia en
cuanto al régimen de los organismos pdblicos a los que, a partir de la entrada
en vigor de la presente ley, se les reconozca expresamente por una ley la
independencia funcional o una especial autonomia respecto de la Administra-
cién General del Estado, tipologia en la que deben entenderse comprendidas
las Universidades que cree el Estado (33). Las Universidades estatales gozan

(31) En este sentido EMBID IRUIO, A., La ensefianza en Espafia en el umbral del silo XXI, Tec-
nos, Madrid, 2000, p. 90, para quien hay moltiples posibilidades para calificarlas. Pero por las
caracteristicas participativas de su organizacién y la naturaleza del derecho fundamental que la sus-
tentan, le llevan a definirla, no como un fipico organismo auténomo, sino como un ente institucio-
nal atipico con una estructura marcada bésicamente por la idea participativa. Como el propio autor
sefiala, todavia al amparo de la LRU, se mantendrian tesis que partian de su caracter de entes ins-
titucionales fipicos, calificandolas como organismos auténomos. En tal sentido, se citan en la obra
de EmBID IRujO (ib.) los trabajos de JiENEZ DE CisNeros CID, J., Los organismos auténomos espaiio-
les, tipologia y régimen juridico, Madrid, 1987, p. 407 y PARADA VAzauez, R., Derecho Administra-
tivo, Vol. ll, Organizacién y Empleo Piblico. En mi opinién, estas tesis podian encontrar su aco-
modo en el Decreto 1348/1962, de 14 de junio, por el que se aprobé la clasificacién de los
Organismos Auténomos, de acuerdo con lo dispuesto en la disposicién transitoria quinta de la
Ley de 26 de diciembre de 1958, de Entidades Estatales Auténomas y que clasificé a las Universi-
dades como organismos auténomos del grupo b), esto es, como organismos auténomos que atien-
dan a los servicios que les estén encomendados mediante subvenciones consignadas en los Presu-
puestos del Estado o mediante estas subvenciones y el rendimiento de los impuestos, arbitrios, tasas,
recargos y exacciones que tengan establecidos.

(32) La autogestion universitaria, nota sobre la que volveremos con posterioridad, ha cons-
tituido un argumento para concluir la naturaleza de corporaciones de las Universidades poblicas.
Como corporacién calificaba a la Universidad la Ley de 28 de julio de 1943, de Ordenacién de
la Universidad Espafiola. Este debate se replantearia con la aprobacién de la LRU. Seguimos, sin
embargo, a SOUVIRON para quien las Universidades no constituyen corporaciones de Derecho
publico, aportando numerosos argumentos a los que nos remitimos (vid., SOUVIRON MORENILLA, J.M.,
y PALENCIA HERREJON, F., La nueva regulacién de las Universidades. Comentarios y andlisis sistema-
tico de la ley Orgénica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, Editorial Comares, Gra-
nada, 2002, p. 53 ss.).

(33) Disposicién adicional décima.
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pues de la naturaleza de entes institucionales atipicos, salvo en el caso de la
Universidad Internacional Menéndez Pelayo que, en atencién a sus especia-
les caracteristicas y ambito de sus actividades, mantiene, en virtud de la dis-
posicion adicional tercera LOU, su cardcter de Organismo auténomo adscrito
al Ministerio de Educacién, Cultura y Deporte, con personalidad juridica y
patrimonio propios, y plena capacidad para realizar todo género de actos
de gestién y disposicién para el cumplimiento de sus fines, sin mds limitacio-
nes que las establecidas por las leyes (34).

En lo que respecta a las restantes Universidades piblicas, ha de estarse
a las leyes autonémicas de desarrollo institucional. En concreto, de acuerdo
con la disposicién adicional segunda de la Ley 9/2007, de 22 de octubre
de la Administracién de la Junta de Andalucia, cabria calificar a las Univer-
sidades publicas andaluzas como «Entidades con régimen de independencia
funcional o de especial autonomia», pues considera como Administracién ins-
titucional a las entidades piblicas vinculadas con personalidad juridica pro-
pia a las que se les reconozca expresamente por ley independencia funcio-
nal o un especial régimen de autonomia respecto de la Administracién de la

Junta de Andalucia, como puede apreciarse, en términos muy similares a los
empleados por la LOFAGE (35).

Tal y como se ha apuntado, la caracterizacién de las Universidades como
entes institucionales atipicos viene determinada por la garantia de su autono-
mia que tiene lugar al maximo nivel normativo (36), lo que permite conside-

(34) De acuerdo con dicha disposicién adicional la UIMP goza de autonomia en el ejercicio
de sus funciones docentes, investigadoras y culturales y se rige, de acuerdo con tal calificacién, por
la normativa propia de los Organismos auténomos a que se refiere el art. 43.1.a) de la LOFAGE.

(35) En el resto de Comunidades Auténomas, tan sélo se hace referencia a los denominados
entes independientes o atipicos en el art. 73 de la Ley 6/2002, de 20 de diciembre, de Régimen
Juridico del Gobierno y de la Administracion de la Comunidad Auténoma de Cantabria, en cuya
virtud, integran la Administracién Institucional de la Comunidad Auténoma de Cantabria, ademés
de los organismos publicos, aquellas ofras entidades de Derecho Piblico vinculadas o dependien-
tes de la Administracién General de la Comunidad Auténoma de Cantabria que se regularéan por
su normativa especifica, y supletoriamente por lo establecido con carécter general en la presente
Ley para los organismos publicos.

(36) De acuerdo con el art. 27.10 CE, Se reconoce la autonomia de las Universidades, en
los términos que la ley establezca. Es abundante la bibliografia en materia de autonomia universi-
taria. Al respecto, por todos, ARINO ORTz, G., «Autonomia y reforma universitaria. La Ley Mara-
vall», Cuenta y razén,13, 1983; Bricall, M., «El ejercicio de la autonomia por las Universidades»,
en El desarrollo de la Reforma Universitaria, Madrid, 1987; EmBID IRUJO, A., «La autonomia de las
Universidades y la autonomia de la Comunidades Auténomas», IV Curso sobre régimen juridico de
las Universidades piblicas, Lex Nova, 1998; FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R. La autonomia universitaria:
su &mbito y sus limites, Madrid, 1982; MarTIN RETORTILLO, L., «Autonomia universitaria y autogo-
bierno de la Universidad y ofros temas», Universidad de Zaragoza, 1980; NiETo, A., «Autonomia
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rarlas como una expresién del principio de descentralizacién funcional en su
expresién mas agudizada. Esta nota impregnaré el régimen de la relacién de
instrumentalidad que tiene lugar entre las Universidades piblicas y la entidad
territorial matriz, a la que posteriormente se hara alusién.

Es la dimensién institucional de la autonomia de las Universidades la
que interesa sefalar desde la perspectiva de este trabajo. En este sentido,
tras reconocer la autonomia universitaria —que pone en directa conexién
con la coordinacién entre las Universidades—, el art. 2 LOU determina su
exacto contenido, fundamentandola en la libertad académica —y en su tri-
ple dimensién de libertad de catedra, de investigacion y de estudio (37)—
y poniéndola en conexién, directamente, con el principio de rendicién de
cuentas a la sociedad, de modo que serd la autonomia universitaria la que
exija y haga posible que docentes, investigadores y estudiantes cumplan
con sus respectivas responsabilidades, en orden a la satisfaccién de las
necesidades educativas, cientificas y profesionales de la sociedad, asi como
que las Universidades rindan cuentas del uso de sus medios y recursos a la
sociedad (38).

politica y autonomia universitaria», Revista del departamento de Derecho Politico, UNED, nim. 5;
GARCIA DE ENTERRIA, E., «La autonomia universitaria», RAP nim. 117, 1988; LEGUINA VIUA, J., «la
autonomia universitaria en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional» en Estudios sobre la Cons-
titucién espaiola. Homenaje al profesor Eduardo Garcia de Enterria, Civitas, Madrid, 1991, Vol.
II; LEGUINA ViLLA, J. y ORTEGA, L., «Algunas reflexiones sobre la autonomia universitaria», REDA nim.
35, 1982; LINDE, E., «La autonomia universitaria», RAP nim. 84; LOPEZJURADO EscriBANO, F.B., La
autonomia de las Universidades como derecho fundamental, la construccién del Tribunal Constitu-
cional, Civitas, 1991; MARTIN RETORTILLO, L., «Autonomia universitaria y autogobierno de la Univer-
sidad y ofros temas», Universidad de Zaragoza, 1980; SANCHEZ BLANCO, A., «El derecho funda-
mental a la autonomia universitaria», RVAP nim. 22, 1988; LoPERENA ROTA, D., «El marco de la
autonomia universitaria tras la STC 26/1987, de 27 de febrero», RVAP nim. 21, 1988, pp. 22
ss.; SOSA WAGNER, F., El mito de la autonomia universitaria, Civitas, 2007; CARRO, J.L., «libertad
cientifica y autonomia universitaria», REDA, nim. 13.

(37) Vid., art. 2.3 LOU: La actividad de la Universidad, asi como su autonomia, se funda-
mentan en el principio de libertad académica, que se manifiesta en las libertades de cétedra, de
investigacion y de estudio. El concepto de libertad académica seria introducido por la STC 26/1987,
de 27 de febrero, y serd acuiiado, a nivel legal, por la LRU, que, de acuerdo con la citada Sen-
tencia, fundamenté la actividad de la Universidad, asi como su autonomia, en el principio de la
libertad académica, que se manifiesta en las libertades de cétedra, de investigacién y de estudio
(art. 2 LRU).

(38) La Exposicién de Motivos de la LOU define a la propia Ley como una Ley de la socie-
dad para la Universidad, que constituye el marco adecuado para vincular la autonomia universita-
ria con la rendicién de cuentas a la sociedad que la impulsa y la financia y es el escenario norma-
tivo idéneo para que la Universidad responda a la sociedad, potenciando la formacién e investigacién
de excelencia, tan necesarias en un espacio universitario espafiol y europeo que confia en su capi-
tal humano como motor de su desarrollo cultural, politico, econémico y social.
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Configurada la autonomia universitaria como la dimensién institucional
de la libertad académica (39), en el art. 2.2 LOU se concreta su contenido,
en términos muy similares a los que se expresaban en la LRU (40), desarro-
llando los diversos aspectos en los que se manifiesta aquella: autonomia esta-
tutaria o de Gobierno, autonomia académica o de planes de estudio, auto-
nomia financiera o de gestién y administracién de sus recursos y capacidad
de seleccionar y promocionar al profesorado. De este modo, se pueden siste-
matizar los distintos componentes de la autonomia universitaria expresados en
el art. 2.2 LOU en funcién de las diversas manifestaciones de dicha autono-
mia que estén llamados a desarrollar.

Asi, en desarrollo de la autonomia estatutaria o de Gobierno, se estable-
cen los siguientes contenidos: la elaboracién de sus Estatutos asi como de las
demés normas de régimen interno; la eleccién, designacién y remocién de los
correspondientes érganos de gobierno y representacién; la creacién de estruc-
turas especificas que actien como soporte de la investigacion y de la docen-
cia; el establecimiento de relaciones con ofras entidades para la promocién
y desarrollo de sus fines institucionales. Como expresiones de la autonomia
académica se establece la elaboracién y aprobacion de planes de estudio e
investigacion y de ensefianzas especificas de formacién a lo largo de toda la
vida; la admisién, régimen de permanencia y verificacién de conocimientos
de los estudiantes; la expedicion de los titulos de carécter oficial y validez en
todo el territorio nacional y de sus diplomas vy fitulos propios. La autonomia
financiera, por su parte, se manifiesta en su capacidad para elaborar, apro-
bar y gestionar sus presupuestos y administrar sus bienes. Finalmente, se deter-
mina como contenido propio de la autonomia universitaria la seleccién, for-
macién y promocién del personal docente e investigador y de administracion
y servicios, la determinacion de las condiciones en que han de desarrollar sus
actividades asi como el establecimiento y modificacién de sus relaciones de
puestos de trabajo.

A los anteriores contenidos, el art. 2.2 LOU afade una clausula gené-
rica, al disponer que la autonomia universitaria comprende cualquier otra com-
petencia necesaria para el adecuado cumplimiento de las funciones sefiala-
das en el art. 1.2 LOU. Por lo que ahora interesa, la clausula referida implicaré
que para el estricto cumplimiento de dichas funciones, la Universidad, en los
términos de las SSTC 55/1989, de 23 de febrero y 130/1991, de 6 de

(39) STC 26/1987, de 27 de febrero.
(40) Aunque la LOU, segin su Exposicién de Motivos, nace con el propésito, entre otros, de
incrementar el grado de autonomia de las Universidades.
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junio, posee, en principio, plena capacidad de decisién en aquellos aspectos
que no son objeto de regulacién especifica en la Ley. Esta cldusula y la dimen-
sién que hemos denominado estatutaria de la autonomia —que comprende-
ria tanto la denominada autonormacién como la autoorganizacién, también
llamada autoadministracién o autogestién (41)—, permiten afirmar el maximo
grado de la descentralizacion funcional que tiene lugar a través de la crea-
cién de Universidades publicas —confirmando por ello su carécter de entes
institucionales atipicos que aqui se mantiene—, en la que las relaciones con
la entidad matriz se particularizan, debilitandose las tipicas notas de la rela-
cién de instrumentalidad.

De la autonomia estatutaria, pues, de la capacidad de que las Universi-
dades se doten de sus propias normas de funcionamiento a través de sus Esta-
tutos y ofras normas de régimen interno —cuestién de la que nos ocuparemos
mds adelante—, deriva la potestad organizatoria que se atribuye en el art.
2.2 LOU vy constituye, por tanto, contenido esencial de la autonomia universi-
taria (42). Dicha potestad organizatoria tiene, sin embargo, una serie de limi-
tes, impuestos por lo que la legislacién estatal y, en su caso autondmica,
consideren estructuras bésicas que, de este modo, deja fuera del dmbito de
actuacién de las Universidades la creacién de estructuras organizativas basi-
cas (43). Ahora bien, la legislacién universitaria mencionada, deberd confe-
ner un elevado margen de flexibilidad, de tal modo que pueda cada Univer-
sidad, conocedora de sus limites, sus necesidades, sus posibilidades reales y
sus preferencias, y ponderando todas estas circunstancias, decidir cémo con-
figurar sus «érganos bdésicos» de investigacién y ensefianza (44).

Por otra parte, la autonomia para autoorganizarse viene referida a un
doble tipo de realidad que se regulan, ademés, en Titulos distintos de la LOU:
los érganos y las estructuras. Los érganos, de gobierno y representacién, de
las Universidades, se regulan en el Titulo Il. Por su parte, las estructuras,
entendidas, de acuerdo con el art. 2.2, como aquellas que actéan como soporte
de la investigacién y de la docencia, se regulan en el Titulo lll. Esta distincién

(41) En los términos expresados por la STC 75/1997, de 21 de abril, tal dimensién institu-
cional justifica que forme parte del contenido esencial de esa autonomia no sélo la potestad de
autonormacién, que es la raiz semantica del concepto, sino también de auto-organizacién. Por ello,
cada Universidad puede y debe elaborar sus propios Estatutos (STC 156/1994) y los planes de
estudio e investigacién (STC 187/1991), pues no en vano se trata de configurar la ensefianza sin
infromisiones extrafas (STC 179/1996).

(42) Por todas SSTC 26/1987, de 27 de febrero, 106/1990, de 6 de junio y 156/1994,
de 23 de mayo

(43) STC 106/1990, de 6 de junio.

(44) STC 156/1994, de 23 de mayo.
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explica, a mi juicio, la compleja relacién, no siempre de jerarquia estricta,
entre las diferentes estructuras y érganos de la Universidad. No vamos a entrar
en este lugar en el andlisis del régimen de dichos érganos y estructuras, por
l6gicos motivos de extension.

Si interesa resaltar, como nota del ente institucional atipico que nos
ocupa, que la autonomia universitaria desde esta perspectiva de la autoad-
ministracion o autogestién va a caracterizar el régimen de las relaciones entre
los érganos y las estructuras. Ello porque el principio de representacion
impregna cada uno de los niveles en que se estructura la Universidad y se
lleva hasta el limite que representan los 6rganos centrales, que de este modo,
garantizan el principio de jerarquia orgdnica al que se sujetan las Adminis-
traciones Piblicas, también la Universidad. En este sentido, la relacién entre
los 6rganos de una misma estructura y la de los 6rganos de esta con los cen-
trales se rige por el principio de jerarquia orgdnica. Sin embargo, no es posi-
ble mantener que exista una relacién de jerarquia entre 6rganos integrantes
de diferentes estructuras, cuyas relaciones se rigen por el principio de com-
petencia: es Unicamente desde este punto de vista desde el que pueden expli-
carse la peculiar naturaleza de la relacién entre Centros y Departamentos,
v.gr., asi como la que tiene lugar entre sus respectivos érganos de gobierno
y representacién (45).

Entre los érganos de gobierno y representaciéon de las Universidades
que se regulan en el Capitulo | del Titulo Il LOU, el Consejo Social ocupa,
en el art. 14, el primer lugar. Su concepcién, de acuerdo con aquel princi-
pio de rendicién de cuentas a la sociedad que menciondbamos mas atrés,
justifica este lugar preeminente, definiéndose como el érgano de participa-
cién de la sociedad en la universidad, al que se le asigna, como funcién
genérica, la de ejercer de elemento de interrelacién entre la sociedad y la
Universidad. Conviene dejar sentada la peculiaridad de este érgano de
la Universidad como uno de los argumentos que deben sumarse para man-
tener el carécter de entes institucionales atipicos de las Universidades. Se
trata de un érgano colegiado que, aunque integrado en la Universidad y por
ello formando parte de la misma, estd compuesto, en su mayoria, por repre-

(45) De acuerdo con los arts. 8 y 9 LOU, los Centros son los encargados de la organizacién
de las ensefianzas y de los procesos académicos, administrativos y de gestion conducentes a la
obtencion de fitulos de grado y los Departamentos son las unidades de docencia e investigacién
encargadas de coordinar las ensefianzas de uno o varios Gmbitos del conocimiento en uno o varios
centros, de acuverdo con la programacién docente de la universidad, de apoyar las actividades e
iniciativas docentes e investigadoras del profesorado, y de ejercer aquellas otras funciones que sean
determinadas por los estatutos.
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sentantes de sectores externos, siendo minima la representacién académica
(46), al que se encomienda la supervisién de las actividades econémicas de
la Universidad, el rendimiento de sus servicios y promover la colaboracién
de la sociedad en la financiacién de la Universidad (47) y al que la LOU
no atribuye funciones propias de la autonomia universitaria. Esta Oltima limi-
tacién se sustenta, justificdndose precisamente en aquella representacion aca-
démica minoritaria, en la doctrina introducida por la STC 26/1987, de 27
de febrero (48).

IV. LAS RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS EN EL SISTEMA DE
EDUCACION SUPERIOR

El que prestan las Universidades es, como se ha podido comprobar, un
servicio complejo, por la diversidad tanto de los intereses juridicamente pro-
tegibles que se entrecruzan como de las prestaciones que estan llamadas a
satisfacer —que se analizaran posterioridad—, lo que va a dar lugar a la
intervencién de distintas instancias y a la necesidad de que se coordinen entre
ellas. Todo ello exige pautas claras que clarifiquen y articulen las relaciones
entre los diversos agentes del sistema universitario, labor en la que ha profun-
dizado la reforma llevada a cabo por la Ley Orgénica 4/2007, de modifi-
cacién de la LOU, fundamentalmente desde el punto de vista organizativo y
procedimental.

(46) La LOU deja a la ley autonémica la regulacién de su composicién y funciones, determi-
nando, no obstante, que sus miembros habran de designarse de entre personalidades de la vida
cultural, profesional, econémica, laboral y social, que no podrén ser miembros de la propia comu-
nidad universitaria, aunque establece la condicién de miembros natos del Rector, el Secretario Gene-
ral y el Gerente, asi como un profesor, un estudiante y un representante del personal de adminis-
tracién y servicios, elegidos por el Consejo de Gobierno de entre sus miembros. El Presidente del
Consejo Social, por su parte, es nombrado por la Comunidad Auténoma en la forma que determine
la Ley respectiva (art. 14.3 LOU).

(47) A tales efectos, el art. 14.2 LOU continua estableciendo que el Consejo Social aprueba
el presupuesto, la programacién plurianual, a propuesta del Consejo de Gobierno, las cuentas anua-
les de la Universidad y un plan de actuaciones destinado a promover las relaciones entre la univer-
sidad y su entorno cultural, profesional, econémico y social al servicio de la calidad de la activi-
dad universitaria.

(48) De otro modo, como mantiene el Alto Tribunal en la Sentencia citada, si, pese a esa
representacién minoritaria, se atribuyen al Consejo Social funciones estrictamente académicas, enton-
ces si resultaria vulnerado el articulo 27.10 de la Constitucién. De ahi que la citada STC 26/1987,
declarara la inconstitucionalidad de lo que consideré que invadia la autonomia universitaria por tra-
tarse de cuestiones académicas, como determinadas funciones relativas las plazas y plantilla de pro-
fesorado reguladas en los arts. 39.1 y 47.3.
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1. La relacién de instrumentalidad: aspectos juridicos, organiza-
tivos, de personal y econémico-financieros

En el conjunto de relaciones entre los distintos niveles de entidades impli-
cadas, un primer comentario merece dedicarlo a la relacién de la Universi-
dad con la Administracién a la que se vincula, por las peculiaridades que
presenta respecto de lo que es habitual en las entidades instrumentales. Y es
que la naturaleza de ente institucional atipico de las Universidades impregna
la relacion de instrumentalidad entre la Universidad y la Administracién matriz,
el Estado en el caso de la UIMP o de la UNED o de que procediera a la crea-
cién de una Universidad poblica, o la Comunidad Auténoma en los restantes
supuestos (49). Esta relacion de instrumentalidad se caracteriza por la exis-
tencia de controles minimos, lo que es, nuevamente, consecuencia de la auto-
nomia de que gozan las Universidades.

Desde un punto de vista juridico, la relacién de instrumentalidad se ha
manifestado, tradicionalmente, en la posibilidad prevista por el ordenamiento
de interposicién de recursos administrativos contra los actos de las entidades
instrumentales ante un 4rgano de la Administracién matriz —el denominado
recurso de alzada impropio—, posibilidades que, no obstante, se verian con-
siderablemente reducidas por la LOFAGE. En cualquier caso, el maximo grado
de autonomia, por lo que a las Universidades respecta, determina la inexis-
tencia de recurso alguno mediante el que el Estado o la Comunidad Auté-
noma, segin el caso, controlaran la legalidad de sus actuaciones. Por otra
parte, la nota de la personalidad juridica, como es sabido, lleva implicita la
legitimacién procesal activa y pasiva en las relaciones con terceros de la enti-
dad institucional, legitimacién que sin embargo, en la relaciones ad extra no
va a resultar suficiente, con carécter general y dada la relacién de instrumen-
talidad, para justificar un enfrentamiento procesal de la entidad institucional

(49) La vinculacion a la Administracion matriz ha sido puesta de relieve por la Jurispruden-
cia: Las Universidades, sin perjuicio de la transferencia de competencias en favor de las Comuni-
dades Auténomas, constituyen entidades piblicas a las que corresponde la realizacién del servicio
publico de la educacién superior, cuya autonomia, reconocida en la Constitucién (art. 27-19) den-
tro del marco del derecho fundamental a la educacién y de libertad de ensefianza, no supone des-
vinculacién total respecto de la Administracién General del Estado o, en su caso, de la Administra-
cién Autonémica (SSTS 28 de mayo y 14 julio 2003). A mayor abundamiento, puede aportarse el
contenido de la disposicién adicional octava LCSP que, al establecer el régimen de la clasificacion
exigible por las Universidades, parte de la vinculacién existente entre estas y una entidad ferrito-
rial, en el supuesto, las Comunidades Auténomas: A efectos de lo establecido en el apartado 2 del
articulo 57, para los contratos que celebren las Universidades Piblicas dependientes de las Comu-
nidades Auténomas, surtirén efecto los acuerdos de clasificacién y revisién de clasificaciones adop-
tados por los correspondientes érganos de la Comunidad Auténoma respectiva.
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con la Administracién matriz. La excepcién a esta regla general se produce,
justamente, en el caso de las Universidades, a las que por su especial confi-
guracién constitucional el Tribunal Supremo reconoceria la posibilidad de
impugnar érdenes del Ministerio de Educacién y Ciencia (SSTS 15 febrero
1982 y 10 febrero 1983). El control juridico se cife, pues, al de legalidad

de sus Estatutos, en los términos que posteriormente se analizarén.

Desde el punto de vista de la organizacién y estructura de las Universi-
dades, los controles de la Administracién matriz se limitan al nombramiento
del Rector, de carécter meramente formal (50), y a la decisién de creacioén,
modificacién o supresién de Centros que ha de adoptarse con el acuerdo de
la propia Universidad (51). Se trata pues de una relacién, desde este punto
de vista, bastante laxa comparada con la que normalmente tiene lugar entre
otras entidades institucionales y la Administracién matriz, a la que normal-
mente corresponde el nombramiento discrecional de los titulares o miembros
de los érganos de gobierno de la entidad, con grado de intervencionismo
variable segin los supuestos.

Por lo que hace al control econémico-financiero, si lo habitual en la rela-
cién de instrumentalidad es que la Administracién matriz ejerza dicha control
mediante diversas técnicas, tales como el control presupuestario o la aproba-
cién previa de sus programas de actuacién e inversiones, la autonomia uni-
versitaria, la peculiaridad del servicio que prestan las Universidades y el prin-
cipio de rendicién de cuentas a la sociedad, tienen como consecuencia que
tales funciones las desarrolle la propia Universidad a través del érgano de
participacién de la sociedad en la Universidad, el Consejo Social. La autono-
mia econémica y financiera de las Universidades, sin embargo, no es ilimi-
tada. Correspondiendo su financiacién a las Comunidades Auténomas o al
Estado, segin los casos, la Administracién matriz cuenta con determinadas

(50) El nombramiento se configura como una potestad reglada de la Comunidad Auténoma,
en la medida en que el Rector seré elegido directamente por la comunidad universitarias o sus repre-
sentantes en Claustro, segin la opcién que en cada Estatuto se determine (vid. art. 20 LOU).

(51) En este sentido, el art. 8.2 LOU dispone lo siguiente: La creacién, modificacién y supre-
sién de dichos centros, asi como la implantacién y supresién de las ensefianzas conducentes a la
obtencién de titulos universitarios de cardcter oficial y validez en todo el territorio nacional, de con-
formidad con lo dispuesto en el articulo 35, serén acordadas por la Comunidad Auténoma, bien
por propia iniciativa, con el acuerdo del Consejo de Gobierno de la universidad, bien por inicia-
tiva de la universidad mediante propuesta del Consejo de Gobierno, en ambos casos con informe
previo favorable del Consejo Social. En esta cuestién, la reforma de la LOU, tras la Ley Orgénica
4/2007, ha profundizado en la autonomia de las Universidades, dando un papel preponderante
al Consejo de Gobierno, que, en la redaccién anterior Gnicamente se le atribuia la funcién de emi-
tir informe no vinculante.
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competencias en esta materia y con la obligacién, como premisa y en virtud
de aquella autonomia, de garantizar que las Universidades dispongan de los
recursos necesarios para un funcionamiento bésico de calidad (52). Entre esas
competencias, que se regulan en el Titulo XI de la LOU cabe sefialar el esta-
blecimiento de directrices para la elaboracién de programaciones plurianua-
les que puedan conducir a la aprobacién, por las Comunidades Auténomas,
de convenios y contratos-programa; la fijacién de los precios por servicios
académicos, dentro de los limites que establezca el Consejo de Coordinacién
Universitaria; el establecimiento, en su caso, de un plan de contabilidad para
las Universidades de su competencia; la autorizacién de los costes de perso-
nal docente e investigador, asi como de administracién y servicios; el estable-
cimiento de normas y procedimientos para el desarrollo y ejecucién del pre-
supuesto de las Universidades, asi como para el control de las inversiones,
gastos e ingresos de aquéllas, mediante las correspondientes técnicas de
auditoria, bajo la supervisién de los Consejos Sociales. Asimismo, las Univer-
sidades estan obligadas a rendir cuentas de su actividad ante el érgano de
fiscalizacion de cuentas de la Comunidad Auténoma, sin perjuicio de las com-
petencias del Tribunal de Cuentas. Como competencias estatales, finalmente,
ha de estarse a la disposicién adicional octava, que encomienda a la Confe-
rencia General de Politica Universitaria, previo informe del Consejo de Uni-
versidades, la elaboracién de un modelo referencial de costes que facilite a
los poderes publicos el establecimiento de una financiacién adecuada de las
Universidades pablicas que, atendiendo a lo previsto en el art. 79.1, favo-
rezca su plena participacién en el Espacio Europeo de Educacién Superior.

2. La coordinaciéon del sistema, limite a la autonomia universi-
taria

La existencia de un sistema universitario nacional exige instancias coor-
dinadoras que suponen otro de los limites a la autonomia universitaria tute-
lada por el art. 27.10 CE (53). Las competencias que, por otra parte, osten-
tan las Comunidades Auténomas exigen que también en el dmbito autonémico
deban desarrollarse técnicas de coordinacién, entendida como la fijacién de
medios y de sistemas de relacién que hagan posible la informacién reciproca,

(52) Art. 79.1 LOU. A tal efecto, el presupuesto de las Universidades contendrd en su estado
de ingresos, entre otros conceptos, las transferencias para gastos corrientes y de capital fijadas,
anualmente, por las Comunidades Auténomas (art. 81.3 LOU).

(53) La necesidad de coordinacién del sistema, como limite a la autonomia, fue puesta de
manifiesto, como se apunté, por la STC 196/1994, de 23 de mayo, entre otras.
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la homogeneidad técnica de determinados aspectos y la accién conjunta de
las autoridades estatales y comunitarias en el ejercicio de sus respectivas com-
petencias de tal modo que se logre la integracién de actos parciales en la

globalidad del sistema (54).

De ello es consciente el legislador estatal que, en el mismo precepto en
el que dota de contenido a la autonomia universitaria, establece que, sin per-
juicio de las funciones atribuidas al Consejo de Coordinacién Universitaria,
corresponde a cada Comunidad Auténoma las tareas de coordinacién de las
Universidades de su competencia (55). Ademds, en la reforma de la LOU que
tuvo lugar a través de la Ley Orgdnica 4/2007, se concibe un nuevo modelo
de coordinacién del sistema nacional, en el que se distinguen coordinaciéon
politica de la propiamente académica, estableciéndose una nueva organiza-
cién encaminada a instrumentar, de manera separada, cada una de estas
facetas (56).

La nueva regulacién introduce dos 6rganos coordinadores: la Conferen-
cia General de Politica Universitaria y el Consejo de Universidades. Al primero
corresponde aquel aspecto de la concertacién, coordinacién y cooperacién de
la politica general universitaria, de ahi que su composicién no tenga, en prin-
cipio, representacion académica, formando parte de la misma el fitular del
departamento ministerial que tenga atribuidas las competencias en materia
de Universidades, que la preside, los responsables de la ensefianza universita-
ria en los Consejos de Gobierno de las Comunidades Auténomas y cinco miem-
bros designados por el presidente de la Conferencia. Por su parte, el Consejo
de Universidades se define como el érgano de coordinaciéon académica y de
cooperacién, consulta y propuesta en materia universitaria, y es presidido por
el titular del Ministerio competente en materia de Universidades y estard com-
puesto por los Rectores de las Universidades y cinco miembros designados por

(54) STC 28 abril 1983

(55) Art. 2.5 LOU. La referencia al Consejo de Coordinacién Universitaria debe entenderse
realizada en favor de la nueva organizacién introducida por la Ley Orgénica 4/2007 que en este
precepto olvida sustituir la mencién a dicho Consejo.

(56) Segin la Exposicién de Motivos, la articulacién de este complejo organizativo de Estado-
Comunidades Auténomas y Universidades requiere alcanzar una armonia de todos los agentes impli-
cados y una relacién clara y fluida entre todos ellos. Es especialmente importante articular las rela-
ciones intergubernamentales, de un lado, y de ofro, la coordinacién y cooperacién en el émbito
académico. Por ello, se crea la Conferencia General de Politica Universitaria y se constituye el Con-
sejo de Universidades con funciones de asesoramiento, cooperacién y coordinacién en el émbito
académico. Ademds, se configura una regulacién més adecuada del proceso de verificacién de pla-
nes de estudios y mds respetuosa con el sistema complejo que en materia universitaria conforman
la Administracién General del Estado, las Comunidades Auténomas y las Universidades.
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el Presidente del Consejo. De acuerdo con la regulacién anterior, el Consejo
de Coordinacién Universitaria concentraba las funciones de coordinacién en
cualquier de sus facetas y reflejaba una composicién que hacia muy complejo
su funcionamiento, por el elevado nimero de miembros (57). Esta doble dimen-
sién de la coordinacién universitaria, politica y académica, se refleja clara-
mente en la relacién las funciones de ambos érganos, que se relacionan, res-

pectivamente, en los arts. 27 bis y 28 LOU (58).

Por la naturaleza de sus funciones y su composicién, tanto la Conferen-
cia General de Politica Universitaria como el Consejo de Universidades pue-
den definirse como érganos colegiados de los contemplados en el art. 22 Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones
piblicas y del Procedimiento Administrativo Comin (59), y por tanto, en vir-
tud de lo establecido en dicho precepto, se integran en la Administracién del

(57) Ministro de Educacién, Cultura y Deporte, que lo presidia, y como vocales formaban
parte del mismo los responsables de la ensefianza universitaria en los Consejos de Gobierno de las
Comunidades Auténomas, los Rectores de las Universidades y Veintion miembros, nombrados por
un periodo de cuatro afios, entre personalidades de la vida académica, cientifica, cultural, profe-
sional, econémica y social, y designados siete por el Congreso de los Diputados, siete por el Senado
y siete por el Gobierno (art. 29 Ley Orgénica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades).

(58) Ademas de otras funciones que se recogen a lo largo del articulado de la LOU, algu-
nas de las cuales han sido mencionadas en este trabajo, corresponde a la Conferencia General de
Politica Universitaria las siguientes funciones: establecer y valorar las lineas generales de politica
universitaria, su articulacién en el espacio europeo de educacién superior y su interrelacion con las
politicas de investigacién cienfifica y tecnolégica; planificacién, informe, consulta y asesoramiento
sobre la programacién general y plurianual de la ensefianza universitaria, que comprende los recur-
sos humanos, materiales y financieros precisos para la prestacién del servicio piblico universitario;
aprobar los criterios de coordinacién sobre las actividades de evaluacién, certificacion y acredita-
cién reguladas en el Titulo V; proponer y valorar medidas para impulsar la colaboracién entre uni-
versidad y empresa; coordinar la elaboracién y seguimiento de informes sobre la aplicacién del
principio de igualdad de mujeres y hombres en la universidad. Junto a ello, bianualmente, la Con-
ferencia General de Politica Universitaria elaboraré un informe sobre la situacién del sistema uni-
versitario y su financiacién, y formularé propuestas que permitan mejorar su calidad y su eficien-
cia, asegurar la suficiencia financiera del mismo, asi como garantizar a los ciudadanos las condiciones
de igualdad en el ejercicio del derecho a la educacién. Por su parte, al Consejo de Universidades
se afribuyen las siguientes funciones: servir de cauce para la colaboracién, la cooperacién y la coor-
dinacién en el ambito académico; informar las disposiciones legales y reglamentarias que afectan
al sistema universitario en su conjunto; prestar el asesoramiento que en materia universitaria sea
requerido por el Ministerio de Educacién y Ciencia, la Conferencia General de Politica Universita-
ria o, en su caso, de las Comunidades Auténomas; formular propuestas al Gobierno, en materias
relativas al sistema universitario y a la Conferencia General de Politica Universitaria; la verificacion
de la adecuacién de los planes de estudios a las directrices y condiciones establecidas por el
Gobierno para los titulos oficiales; desarrollar cuantas ofras tareas le encomienden las leyes y sus
disposiciones de desarrollo.

(59) Se trata de érganos colegiados compuestos por representaciones de distintas Adminis-
traciones piblicas a los que se refiere el art. 22 LPAC.
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Estado, aunque no participan de la estructura jerarquica de esta. En conse-
cuencia, les es aplicable lo dispuesto, respecto a los érganos colegiados de
las Administraciones pUblicas, en los arts. 22 ss. LPAC, con las particularida-
des y excepciones que en la propia Ley se sefialan.

Por lo demés, el art. 30 LOU regula el funcionamiento del Consejo de
Universidades que funciona en pleno y en comisiones (60) y es de sefalar la
exclusién que se hace respecto de las Universidades privadas en relacién a
las decisiones sobre asuntos que atafian, en exclusiva, al sistema universita-
rio plblico (61).

V. REGIMEN JURIDICO DEL SERVICIO

El sistema de prelacién de fuentes se establece en el art. 6 LOU, en cuyo
primer apartado se dispone que las Universidades se regirdn por la presente
Lley y por las normas que dicten el Estado y las Comunidades Auténomas, en el
ejercicio de sus respectivas competencias. Se trata pues, de un sistema al que
se acogen todas las Universidades, piblicas y privadas sin distinciones (62), y
que ha de completarse con lo establecido en la disposicién final tercera LOU,
en la que se contiene una habilitacién genérica para el desarrollo reglamenta-
rio de la LOU y a cuyo tenor corresponde al Gobierno y a las Comunidades
Auténomas en el dmbito de sus respectivas competencias dictar las disposicio-
nes necesarias para el desarrollo y aplicacién de la presente Ley. El segundo
apartado del art. 6 LOU completa el sistema de fuentes para las Universidades

(60) Al Pleno se atribuyen las siguientes funciones: elaborar el reglamento del Consejo y ele-
varlo al Ministro competente en materia de Universidades para su aprobacién por el Gobierno; pro-
poner, en su caso, sus modificaciones; informar los criterios de coordinacién sobre las actividades
de evaluacion, certificacién y acreditacion reguladas en el titulo V; elaborar la memoria anual del
Consejo, y aquellas ofras que se determinen en su reglamento. Esta nueva organizacién simplifica
bastante el funcionamiento del Consejo, que hasta la reforma de la Ley 4/2007, funcionaba en
Pleno y a través de tres comisiones (Comisién Académica, Comision de Coordinacién y Comisién
Mixta).

(61) De acuerdo con el art. 30 LOU, en los asuntos que afecten en exclusiva al sistema uni-
versitario pUblico tendrén derecho a voto el Presidente del Consejo, los Rectores de las Universida-
des publicas y los cinco miembros del Consejo designados por el Presidente. Con esta exclusién se
invierte la regla contenida en LRU, que no incluia a las Universidades privadas en la composicién
del Consejo de Universidades, pero deferminaba que cuando el Consejo de Universidades o alguno
de sus érganos deliberara acerca de asuntos que conciernan a las Universidades privadas, los Rec-
tores de las Universidades afectadas serian convocados a la sesién correspondiente (art. 24 LRU).

(62) Si bien el precepto a partir del siguiente apartado, da distinto tratamiento a unas y a
otras, y dedica sus apartados 2 a 4 a las Universidades piblicas y el apartado 5 a las Universi-
dades privadas.
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plblicas, estableciendo que se regirén, ademds, por la ley de su creacién y
por sus Estatutos, que son elaborados por las mismas.

En el primer nivel mencionado, se han de considerar incluidas una serie
de fuentes cuya relacién se basa en el principio de competencia, de modo
que, de acuerdo con la distribuciéon competencial mas atrds expuesta, la legis-
lacién estatal o autonédmica habré de dictarse en el dmbito material que res-
pectivamente corresponda. Se trata pues de estar al reparto constitucional y
estatutario de competencias para conocer si es la norma estatal o autonémica
la que rige en determinada materia. En este sentido, ha de recordarse que,
en virtud de lo dispuesto en la disposicion final primera de la LOU, los titulos
competenciales que justifican la competencia estatal son los recogidos en los
apartados 1, 15, 18 y 30 del art. 149.1 CE.

Por tanto, teniendo presente que la competencia en materia de investiga-
cién es compartida, las Comunidades Auténomas podran dictar su legislacion
en un &mbito que tendrd como limite las competencias estatales, esto es, la
regulacién de las condiciones de obtencion, expedicion y homologacion de
titulos académicos y profesionales y normas basicas para el desarrollo del art.
27 CE; la regulaciéon de las condiciones bésicas que garanticen la igualdad
de todos los espafioles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de
los deberes constitucionales y a las Comunidades Auténomas; las bases del
régimen juridico de las Administraciones publicas y del régimen estatutario
de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarén a los administrados un tra-
tamiento comin ante ellas; el procedimiento administrativo comin, sin perjui-
cio de las especialidades derivadas de la organizacién propia de las Comu-
nidades Auténomas; legislacion sobre expropiacién forzosa; legislacién basica
sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad
de todas las Administraciones pablicas (63). Como se apunté, la redaccién de
los Estatutos de Autonomia es diversa, pero pueden servir como referencia los
preceptos correspondientes, transcritos més arriba, de los Estatutos catalan y
andaluz que sistematizan bien las competencias autonémicas, agotando el mar-
gen que para ello permite el art. 149 CE y distinguiendo entre competencias
exclusivas y compartidas.

En este marco, los Estatutos de cada Universidad, como manifestacién
de la garantia de la autonomia universitaria ex art. 2.2 LOU, concretardn su
régimen especifico, en todo aquello en lo que son llamados por la legislacién

(63) Ya se concluyé la aplicabilidad de la legislacién general de las Administraciones pabli-
cas a las Universidades, por lo que en este punto me remito, para evitar reiteraciones innecesarias,
a lo que se sefialé en la parte correspondiente del trabaijo.
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universitaria, estatal y autonémica. Pero también, dado su admitido cardcter
de reglamento auténomo no ejecutivo, pueden introducir una regulacién sobre
aspectos que no hayan sido contemplados en dicha legislacién, siempre que
se dicten en el ambito propio de la Universidad y no contradigan el sistema
de fuentes que integran el que hemos denominado primer nivel, al que hace
referencia el art. 6.1 LOU ni, naturalmente, la Ley de creacién de la Univer-
sidad (64). Por lo demds, la LOU establece dos determinaciones genéricas
que habrén de contener los Estatutos, una referida al establecimiento de meca-
nismos para que en los procesos de acogida de los diferentes miembros de
la comunidad universitaria se favorezca el conocimiento suficiente de las len-
guas cooficiales y otra relativa a la garantia de la representacién de los dife-
rentes sectores de la comunidad universitaria en sus érganos de gobierno y
representaciéon (65).

El procedimiento de aprobacién de los Estatutos elaborados por las Uni-
versidades se regula en el art. 6.2 LOU, que atribuye al Consejo de Gobierno
de la Comunidad Auténoma la competencia para su aprobacién, previo con-
trol de legalidad, que se configura, en virtud de la autonomia universitaria,
no como un control de oportunidad o conveniencia, sino como un control apro-
batorio de «mera legalidad», en el que por tanto la Comunidad Auténoma
no debe entrar mas que a contrastar su conformidad a Derecho (66). En caso
de existir reparos de legalidad, las Universidades habrén de subsanarlos y

(64) Por todas, STC 75/1997 de 21 abril, a cuyo tenor, La primera de las potestades que,
segin el art. 3.2 [RU y la jurisprudencia de este Tribunal (SSTC 26/1987, 187/1991y 156/1994),
conforman el contenido esencial de la autonomia permite a las Universidades elaborar sus Esta-
tutos y las deméds normas de funcionamiento interno [art. 3.2. a)]. Llos Estatutos, cuya norma
habilitante es la Ley de Reforma Universitaria, no son desarrollo de ella, sino disposiciones regla-
mentarias donde se plasman las potestades de darse normas, autonomia en sentido estricto y auto-
organizacién. A diferencia de lo que ocurre con los reglamentos ejecutivos de las Leyes, que deben
seguir estrictamente la letra y el espiritu de la que traen causa, los Estatutos universitarios se mue-
ven en ofro dmbito donde la Ley no sirve sino como marco para acotar o deslindar y, por tanto,
los preceptos estatutarios sélo podrén ser tachados de ilegales si contradijeran frontalmente las
normas que configuren la autonomia universitaria, pues si admitieren una interpretacién conforme
a ella, habria de concluirse en favor de su validez (SSTC 55/1989 [RTC 1989\55] y 130/1991
[RTC 1991\130]). En el dmbito del Tribunal Supremo, vid., SSTS 12 junio 1990, 30 junio 1988,
3 julio 2001.

(65) Art. 6.2, Gltimo parrafo y 3 LOU

(66) STC 156/1994, de 23 de mayo. Dicho control es respecto a todo el ordenamiento en
el que los Estatutos deben integrarse y que se ha expuesto més atrés (SSTS 10 julio 1990 y 15
diciembre 2000 y SSTC 130/1991, de 6 de junio y 187/1991, de 3 de octubre), debiéndose
cefir al pronunciamiento sobre la legalidad y no sobre lo oportunidad. Este limite habra de ser
observado no solo en via administrativa, sino también en la contencioso-administrativa (STS 11 junio

1997 y STSJ Valencia 20 junio 2005).
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someterlos nuevamente a la aprobacién del Consejo de Gobierno autonémico
(67). En el caso de que el Consejo de Gobierno no dictara resolucién expresa,
el proyecto de Estatutos se entenderd aprobado por el transcurso de tres meses,
salvo que la Comunidad Auténoma establezca plazo distinto, desde la fecha
de su presentacién (68). Los Estatutos adquieren eficacia y entran en vigor a
partir de su publicacién en el Boletin Oficial de la Comunidad Auténoma,
debiendo publicarse también en el Boletin Oficial del Estado.

En el momento en el que escriben estas paginas se asiste a un proceso
de reforma de los Estatutos por parte de las Universidades, para su adapto-
cién a la modificacion introducida en la LOU por la Ley Organica 4/2007,
de 12 de abril. Esta reforma, la segunda que tiene lugar en un periodo de
seis anos en las Universidades piblicas espafiolas y que pasa por cuestiones
tan relevantes en las Universidades como la forma de eleccién del Rector,
tendrd que estar acabada en el mes de abril del afio 2010. Mientras tanto,
la disposicién adicional octava de la LOU habilita a los Consejos de Gobierno
de las Universidades para aprobar la normativa de aplicacién que sea nece-
saria para el cumplimiento de lo establecido en la Ley 4/2007.

VI. LA PRESTACION DEL SERVICIO

1. La calidad del servicio

En la consecucion de la excelencia, la LOU tiene como objetivo irrenun-
ciable la mejora de la calidad del sistema en su conjunto y en todas sus ver-
tientes, profundizando en la cultura de la evaluacién (69), para lo cual se

(67) La STS 15 diciembre 2000, reproduciendo el criterio de la STS 28 octubre 1994, en un
supuesto en el que, tras las debidas correcciones, no se devolvié el proyecto de Estatutos al Claus-
tro (como preceptuaba el art. 12 LRU), considerd, por su escasa trascendencia, la procedencia de
la publicacién: Como se ve, en unos casos se realizan remisiones expresas a otras normas de inex-
cusable cumplimiento, que tendrian que haber operado aunque nada se hubiera dicho, evitando
que su omisién propiciara conflictos de interpretacién y, en ofros, se trata de evitar lesiones a prin-
cipios constitucionales de acceso a la funcién piblica. Dado la aplicacién automética de éstos y la
escasa trascendencia de aquéllos, razones de economia y eficacia administrativa hacian innecesa-
ria una devolucién al Claustro para que éste rectificara, con nueva remisién a la Junta de Andalu-
cia; siendo asi que se trataba de preceptos respecto de los cuales aquel érgano no tenia margen
de maniobrabilidad o discrecionalidad alguna.

(68) La STS) Valencia 17 febrero 2001 no acepté la validez de una resolucién expresa y tardia.

(69) La cultura de la calidad no es algo nuevo en nuestro sistema, que ha sido objeto de
una progresiva implantacién de mecanismos de evaluacién. Sobre su justificacién y antecedentes,
MicHavia, F.y Cavo, B., «la evaluacién de la calidad de las instituciones universitarias», en La Uni-
versidad espafiola hoy. Propuestas para una politica universitaria, Editorial Sintesis, S.A., Madrid, 1998.
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vale de elementos organizativos, creando la Agencia Nacional de Evaluaciéon
de la Calidad y Acreditacion (en adelante ANECA). La garantia de la cali-
dad del servicio piblico que se presta a la sociedad es uno de los compro-
misos de los poderes piblicos con esta. A tal fin, la promocién y garantia de
la calidad de las Universidades espafiolas se configura como fin esencial
de la politica universitaria, estableciéndose, como objetivos de la misma, los
siguientes (70):

a) La medicién del rendimiento del servicio publico de la educacion supe-
rior universitaria y la rendicién de cuentas a la sociedad.

b) Lla transparencia, la comparacién, la cooperaciéon y la competitividad
de las Universidades en el ambito nacional e internacional.

¢) La mejora de la actividad docente e investigadora y de la gestién de
las Universidades.

d) La informacién a las Administraciones piblicas para la toma de deci-
siones en el Gmbito de sus competencias.

e) Lla informacién a la sociedad para fomentar la excelencia y movili-
dad de estudiantes y profesores.

Se trata, por tanto, de garantizar la calidad de la actividad que las Uni-
versidades, y su personal, desarrollan para el cumplimiento del servicio piblico
de educacién superior que, como es sabido, se realiza a través de la docen-
cia, la investigacién y el estudio, pero que necesita un soporte de gestion que
también queda sujeto a control de calidad. Para ello, se determina el estable-
cimiento de criterios comunes de garantia de calidad para todo el sistema,
en funcién del tipo de actividad de que se trate: ensefianzas oficiales; titulos
propios; actividad docente, investigadora y de gestién del profesorado; ser-
vicios y programas de las Universidades.

En materia de ensefanzas, el art. 31.4 LOU confiere al Gobierno la
competencia para regular, previo informe de la Conferencia General de Poli-
tica Universitaria, las condiciones para que las Universidades las sometan
a evaluacién y seguimiento. En este sentido, el Real Decreto 1393/2007,
de 29 de octubre, por el que se establece la ordenacién de las ensefian-
zas universitarias oficiales, sujeta los titulos a verificacién y acreditacién ini-
cial, que deberén mantener sometiéndose, cada seis afios, a un procedi-
miento de evaluacién (71). Por lo que respecta a la calidad de la docencia,

(70) Art. 31.1 LOU.
(71) Vid., art. 24.
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la investigacion y gestion del profesorado estable, su evaluacién tiene lugar
con cardcter previo a los procedimientos de seleccién, configurdndose la
evaluacién externa de su actividad previa como requisito para la contrata-
cién o el acceso (72).

La funcién de control de la calidad, que se desarrolla a través de la de
evaluacién, certificacién y acreditacion, se encomienda a la ANECA y a los
6rganos de evaluacién que, en su caso, creen las leyes autondémicas (73).
La ANECA desarrolla su actividad de acuerdo con los principios de compe-
tencia técnica y cientifica, legalidad y seguridad juridica, independencia y
transparencia, atendiendo a los criterios de actuacién usuales de estas insti-
tuciones en el dmbito internacional siendo su naturaleza la de Agencia esta-
tal para la mejora de los servicios piblicos, cuyo régimen se contiene en la
Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los
servicios pUblicos, que las define como entidades de Derecho publico, dota-
das de personalidad juridica plblica, patrimonio propio y autonomia en su
gestion, facultadas para ejercer potestades administrativas, que son creadas
por el Gobierno para el cumplimiento de los programas correspondientes a
las politicas pUblicas que desarrolle la Administracién General del Estado en
el dmbito de sus competencias y que se rigen por la Ley 28/2006 vy, en su
marco, por el Estatuto propio de cada una de ellas; supletoriamente por las
normas aplicables a las entidades de Derecho publico vinculadas o depen-
dientes de la Administracion General del Estado que les correspondan en
cada caso (74).

La sujecion a los miltiples procedimientos de evaluacién de la calidad
en los que se ve inmersa la Universidad presenta, de otro lado, algunos incon-
venientes en los que mereceria la pena detenerse para buscar soluciones,
como el que representa el aumento, desproporcionado, de la burocracia, y
de las labores de gestion del profesor, que ve de esta manera reducido el
tiempo de dedicacién a ofras tareas, siendo la que se resiente, normalmente,
la investigaciéon que, paraddjicamente, es la que mayor tiempo y esfuerzo
requiere para la culminacién de la carrera profesional y por lo que, normal-
mente, el profesor investigador se ve avocado a consumir tiempo no contem-
plado en sus horas de dedicacién. De ahi que, una eventual sobrecarga de

(72) Sobre ello, vid, NoGuUERA LOPEZ, A., «La evaluacién de la actividad docente e investiga-
dora del profesorado de las Universidades», en esta RevisTA, nim. 25, 2004, pp. 47 ss.

(73) En estos supuestos, la reforma de LOU operada por la Ley 4/2007, ha previsto la nece-
sidad de que se establezcan mecanismos de cooperacién y reconocimiento mutuo, que aprobara el
Gobierno a propuesta de la Conferencia General de Politica Universitaria (art. 31.3 LOU).

(74) Vid., art. 2.
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tareas de gestién pudiera afectar al derecho a la investigacién. La actividad
docente, investigadora y de gestion del profesorado universitario tiene un com-
ponente de obligacién, pero también de derecho, como se desprende del arti-
culado de la LOU al que posteriormente se hard referencia (75).

Por todo ello, y por resultar indiscutible que la calidad del servicio que
se presta a la sociedad debe ser una de las marcas de la Universidad, si
parece conveniente que, si lo que se pretende es conseguir la excelencia,
se articulen mecanismos —v.gr., una apuesta seria por el apoyo a la ges-
tion del profesorado— que permitan compatibilizar las cargas que la cali-
dad comporta con otros derechos cuyo ejercicio también van a repercutir
en la calidad, de manera que si se limitan, se reduce también la calidad
del servicio.

2. El objeto de la prestacién a la sociedad

El objeto del servicio piblico de educacién superior, se realiza mediante
la investigacién, la docencia y el estudio, valores que se definen y regulan a
lo largo del articulado de la LOU dentro de los parédmetros marcados por su
concepcion como derechos fundamentales y por la autonomia universitaria.
Para la prestacién del servicio piblico universitario, el art. 1 LOU dispone que
son funciones de la Universidad al servicio de la sociedad las siguientes:

a. la creacién, desarrollo, transmisién y critica de la ciencia, de la téc-
nica y de la cultura.

b. La preparacién para el ejercicio de actividades profesionales que exi-
jan la aplicacién de conocimientos y métodos cientificos y para la
creacién artistica.

(75) En este sentido, existe una garantia del tiempo de la investigacién prevista en el art. 9.9
del Real Decreto 898/1985, de 30 de abril, sobre régimen del profesorado universitario, que per-
mite a los Estatutos imponer obligaciones hasta el limite de un fercio de las horas de dedicacién
del profesorado, que deberén dedicarse a la investigacion. En consecuencia, el tiempo de dedica-
cién legalmente garantizado para la investigacién seria el resultado de restar a la dedicacién total
las horas dedicadas a ofras tareas que se relacionan a lo largo del art. 9 del Real Decreto 898/1985
—ocho horas lectivas y seis de tutoria; gestion en las tareas (sin nomero determinado), asi como
aquellas ofras obligaciones que, previstas en los Estatutos, el profesor haya asumido (sin nimero
determinado—. La suma de estas horas distintas a la investigacién, por lo demas, no podria supe-
rar dos tercios de la dedicacién total, pues queda reservado a esta. Estas horas se concretan por
el acto administrativo de asignacién de la docencia que aprueban los Departamentos, de modo que
el estatuto del profesorado universitario se deriva de un conjunto de normas estatales, autonémicas
y de la propia Universidad que, en un proceso de cascada, van detallando sus derechos y obliga-
ciones cuya concrecién (ltima tiene lugar mediante aquel acto de asignacion.
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c. la difusién, la valorizacién y la transferencia del conocimiento al servi-
cio de la cultura, de la calidad de la vida, y del desarrollo econémico.

d. la difusién del conocimiento y la cultura a través de la extensién uni-
versitaria y la formacién a lo largo de toda la vida.

A la vista de la relacién de las distintas funciones expuestas, puede con-
cluirse sin dificultades que los receptores del servicio publico que prestan las
Universidades no son exclusivamente sus estudiantes: es la sociedad en gene-
ral la destinataria del servicio piblico de educacién superior. Algunas de las
prestaciones sefialadas, naturalmente, se dirigen a estos, y se desarrollan en
virtud del especial vinculo que tiene lugar a través de la matricula y que, por
ello, se configuran como prestaciones concretas y personalizadas y por ello
como manifestacién de funciones uti singuli, que en el caso de los estudian-
tes presentan peculiaridades tales como la integracién de estos en el concepto
de comunidad universitaria y, por tanto, su representacién en los érganos de
gobierno de la Universidad. Entre este tipo de funciones también cabria incluir
aquellas prestaciones que se satisfacen a sujetos determinados en virtud de
una especial relacién (v. gr. contratos celebrados conforme al art. 83 LOU).
Pero de la lectura del art. 1.2 LOU se extraen, también, funciones uti universi,
cuya destinataria es la sociedad. En cualquier caso, la existencia de intere-
ses generales de diverso alcance, justificard que el servicio piblico de edu-
cacién superior se preste por las Universidades, pero bajo la intervencién de
instancias superiores. Esta intervencién varia para cada una de las prestacio-
nes que constituyen el objeto del servicio, de modo que tanto la Adminis-
tracion del Estado como la autonémica ostentan facultades en las distintas
facetas del servicio piblico en funcién de sus respectivas competencias. A con-
tinuacién se analizan cada una de ellas desde esta perspectiva.

a) La docencia se conceptia como un derecho y un deber de los profe-
sores de las Universidades que ejercerdn con libertad de cétedra, sin més limi-
tes que los establecidos en la Constitucién y en las leyes y los derivados de
la organizacién de las ensefianzas en sus Universidades. Las ensefianzas se
definen, junto a la transmisién de la cultura, como misiones esenciales de la
Universidad y las Universidades imparten las conducentes a la obtencién de
titulos oficiales y validez en todo el territorio nacional, pero también pueden
impartir ensefianzas conducentes a la obtencién de ofros fitulos, los denomi-
nados titulos propios.

En relacién a los titulos oficiales, al Gobierno corresponde el estableci-
miento de las directrices y las condiciones para la obtencién de los titulos, a
la Comunidad Auténoma la autorizacién para la imparticién de ensefianzas
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y la expedicién de los titulos y al Consejo de Universidades la verificacién de
los planes de estudio. Al Gobierno corresponde también la regulacién de la
convalidacién o adaptacién de estudios, validaciéon de experiencia, equiva-
lencia de titulos y homologacién de ftitulos extranjeros asi como la probacién
de los criterios para la obtencién del titulo de Doctor, en ambos casos, pre-
vio informe del Consejo de Universidades, organizandose y realizandose los
estudios de doctorado en la forma que determinen los Estatutos (76). Y el
dmbito de la integracién en el espacio europeo de ensefianza superior, a los
tres niveles de entidades corresponde la adopcién de medidas las medidas
necesarias para completar la plena integracién y fomentar la movilidad de
los estudiantes. El Gobierno, previo informe del Consejo de Universidades, es
el competente tanto para el establecimiento de las medidas que aseguren que
los titulos oficiales expedidos por las Universidades espafiolas se acompariien
del suplemento europeo al fitulo como para el establecimiento de las normas
necesarias para que la unidad de medida del haber académico sea el cré-
dito europeo (77).

b) Por lo que respecta a la investigacién y al transferencia del conoci-
miento, el art. 39 LOU reconoce y garantiza la libertad de investigacién en
el &mbito universitario, definiendo la investigacién cientifica como fundamento
esencial de la docencia y una herramienta primordial para el desarrollo social
a través de la transferencia de sus resultados a la sociedad y funcién esen-
cial de la universidad, que deriva de su papel clave en la generacién de cono-
cimiento y de su capacidad de estimular y generar pensamiento critico, clave
de todo proceso cientifico. Con la reforma llevada a cabo por la Ley Orgé-
nica 4/2007, asistimos a un reforzamiento del papel de la transferencia del
conocimiento al sector productivo, que se conceptia como servicio social y
caracteriza como funcién de las Universidades (78).

La libertad de investigacién se reconoce y garantiza por la LOU que, al
tiempo, la pone al servicio de la sociedad, al determinar, como objetivo de
esta funcién, los de contribuir al avance del conocimiento y del desarrollo tec-
nolégico, la innovacién y la competitividad de las empresas, la mejora de la
calidad de vida de la ciudadania, el progreso econémico y social y un desa-

(76) Arts. 35 a 38 LOU.

(77) Vid., arts. 87 y 88 LOU.

(78) Art. 41.3 LOU. Es expresiva en este sentido la Exposicién de Motivos: Las Universida-
des, ademds de un motor para el avance del conocimiento, deben ser un motor para el desarrollo
social y econémico del pais. Junto a la investigacién bésica, la universidad deberé impulsar la trans-
ferencia al sector productivo de los resultados de su investigacién en coordinacién y complementa-
riedad con los demés agentes del sistema de ciencia y tecnologia.
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rrollo responsable equitativo y sostenible, asi como garantizar el fomento y la
consecucién de la igualdad (79). Desde la perspectiva del investigador, la
investigacién es un derecho y un deber que se ha de llevar a cabo, princi-
palmente, en equipo, a través de grupos de investigacién, Departamentos e
Institutos Universitarios de Investigacién. Como derecho que es, se llama a la
Universidad a apoyar y promover la dedicacién a la investigacién de la tota-

lidad del personal docente (80).

c) El estudio en la Universidad se configura como un derecho de todos
los espanoles en los términos establecidos en el ordenamiento juridico (art.
42). El estudio se realiza en la Universidad; sin embargo, se encuentra sujeto
a un marco que se establece en torno al acceso, a la oferta de plazas y a
los limites maximos de admisién.

En materia de acceso a la Universidad, es competencia del Gobierno,
previo informe de la Conferencia General de Politica Universitaria, el estable-
cimiento de las normas basicas para la admisién de los estudiantes y la regu-
lacién de los procedimientos para el acceso a la universidad de quienes, acre-
ditando una determinada experiencia laboral o profesional, no dispongan de
la titulacién académica legalmente requerida al efecto con cardacter general
o hayan superado una determinada edad y de la Conferencia de Politica Uni-
versitaria velar porque el procedimiento de admisién a los estudios universi-
tarios de cardcter oficial sea general, objetivo y universal, tenga validez en
todas las Universidades espafiolas y responda a criterios acordes con el espa-
cio europeo de educacién superior (81). Por lo que respecta a la oferta de
plazas en las Universidades pablicas, corresponde a las Comunidades Auté-
nomas la programacién de la oferta de ensefianzas y al Consejo de Coordi-
nacién Universitaria la determinacién de la oferta general de ensefianzas y
plazas (82). Los limites maximos de admisién, corresponde establecerlos al
Gobierno, previo acuerdo de la Conferencia General de Politica Universita-
ria. Los procedimientos de verificacion de los conocimientos de los estudian-
tes, sin embargo, se establecen por las Universidades, correspondiendo al
Consejo Social, previo informe del Consejo de Coordinacién Universitaria,
la aprobacién de las normas que regulen el progreso y la permanencia en la
Universidad de los estudiantes, de acuerdo con las caracteristicas de los res-
pectivos estudios (art. 46 LOU).

(79) Vid., arts. 39 y 41 LOU.
(80) Art. 40 LOU.
(81) Art. 42 LOU.
(82) Art. 43 LOU.
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d) La cultura, junto al deporte, han sido objeto de atencién especial en
la reforma de la LOU operada por la Ley 4/2007, introduciéndose un nuevo
titulo (Titulo XIV, Del deporte y la extensién universitaria). Sin embargo es un
dnico y breve articulo el que se dedica a la cultura universitaria (83), presta-
cién que corresponde a las Universidades sin que, en esta ocasién, se deter-
minen limites derivados de competencias estatales o autonémicas. Es pues, el
nico dmbito del servicio piblico universitario que desarrollan las Universida-
des sin intervencion de entidad territorial alguna. Cuestién distinta es que, en
cuanto Administracién piblica, venga llamada a colaborar y coordinarse con
otras Administraciones territoriales con competencias en esta materia, particu-
larmente con las entidades locales (84).

e) El deporte es una prestacion que tradicionalmente forma parte de la
actividad desarrollada por las Universidades. Se da asi reconocimiento legal,
a través de la Ley Organica 4/2007, al deporte como parte de la forma-
cion del alumnado, declarandose de interés general para todos los miembros
de la comunidad universitaria. En esta materia, a las Universidades se atri-
buye la ordenacién y organizacién de actividades y competiciones deporti-
vas en su dmbito respectivo y el establecimiento de las medidas oportunas
para favorecer la practica deportiva de los miembros de la comunidad uni-
versitaria debiendo proporcionar, en su caso, instrumentos para la compati-
bilidad efectiva de esa préactica con la formacién académica de los estudian-
tes. las coordinacién en esta materia corresponde a las Comunidades
Auténomas en el ambito de su territorio y al Gobierno, previo informe del
Consejo de Universidades y a propuesta de la Conferencia General de Poli-
tica Universitaria, la regulacién de las disposiciones necesarias para la coor-
dinacién general de las actividades deportivas de las Universidades y la
articulaciéon de férmulas para compatibilizar los estudios de deportistas de
alto nivel con sus actividades deportivas (85).

(83) Art. 93 LOU.

(84) El precepto reza: Es responsabilidad de la universidad conectar al universitario con el
sistema de ideas vivas de su tiempo. A tal fin, las Universidades arbitrardn los medios necesarios
para potenciar su compromiso con la reflexién intelectual, la creacién y la difusién de la cultura.
Especificamente las Universidades promoverén el acercamiento de las culturas humanistica y cien-
tifica y se esforzarén por transmitir el conocimiento a la sociedad mediante la divulgacién de la
ciencia.

(85) Arts. 90 y 91 LOU.
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Vil. EL COMPROMISO DE LA UNIVERSIDAD CON LOS VALORES
SOCIALES

De la lectura del art. 1 LOU, el objeto de la prestacién, el servicio a la
sociedad, consistiria en la actividad que las Universidades, entendidas como
parte de la Administracién pero dotada de autonomia y de una naturaleza
atipica, han de desarrollar para el cumplimiento de las funciones expresadas,
dentro de los limites expuestos. Sin embargo, en estos primeros articulos, incluso
en la Exposicién de Motivos de la LOU en su redaccién de 2001, se echa en
falta alguna referencia al papel de la Universidad como transmisora de valo-
res, individuales y sociales. La eficiencia y la calidad como retos de la Uni-
versidad claramente buscados por el legislador estatal, sin embargo, no deben
hacernos olvidar que su aportacién a la sociedad no se ve relegado a las
funciones determinadas en el art. 1.2 LOU. Con ser estas sus funciones esen-
ciales, no es menos esencial el compromiso con aquellos valores. Asi lo ha
entendido el legislador autonémico.

La Ley catalana de Universidades concibe a la Universidad como un espacio
de compromiso social y participativo y como motor de procesos de mejora de la
sociedad entre cuyos objetivos incluye el fomento del pensamiento critico y de
la cultura de la libertad, la solidaridad, la igualdad y el pluralismo, y la transmisién
de los valores civicos y sociales propios de una sociedad democrética, encomen-
dando al érgano competente autonémico en materia de Universidades la promocién
de la educacién en valores como parte integral del proceso global de aprendizaje
y formacién y a las Universidades el estimulo y el apoyo a las iniciativas comple-
mentarias de la ensefianza oficial que comporten la transmisién de valores de liber-
tad, responsabilidad, convivencia, solidaridad, participacién y ciudadania plena (86).

Por su parte, la Ley andaluza de Universidades entre los principios informado-
res y objetivos del sistema universitario andaluz incluye la garantia de una forma-
cién y educacién integral, tanto en la capacitacién académica y profesional, como
en los valores civicos de igualdad, responsabilidad, tolerancia, solidaridad, libertad
y busqueda de la paz, y en la preservacién y mejora del medio ambiente asi como
la cooperacién solidaria en el contexto mundial, especialmente en el entorno euro-
peo, Iberoamérica, el Norte de Africa y los paises riberefios del Mediterréneo (87).

En la Ley de Universidades del Pais Vasco, esta concepcién se expresa en
la idea de que las Universidades han de promover la educacién en los valores
democréticos y de justicia social y en el respeto a los derechos humanos, estimu-
lar y dar apoyo a las iniciativas complementarias a la ensefianza ordinaria que
comporten la transmisién de los valores correspondientes a la dignidad humana

(86) Vid., arts. 3, 4 y 5 Ley 1/2003, de 19 de febrero, de Universidades de Catalufia.
(87) Art. 3 Ley 15/2003, de 22 de diciembre, Andaluza de Universidades.
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y a la solidaridad entre todos los pueblos y culturas y, como lugar de impulso del
libre pensamiento, de la libre creacién y del libre desarrollo tanto de la sociedad
como del individuo, garantizar los derechos y libertades basicos, rechazando
el control social sobre alumnos, profesores y trabajadores, encaminado a conse-
guir una convivencia basada en la paz y libertad (88).

Como principio se establece en la Ley de Universidades de Murcia, entre
otros, la bisqueda de la formacién integral de la persona y su capacitacién en los
valores civicos de igualdad, libertad, defensa de la paz, preservacién y mejora del
medio ambiente, la colaboracién con la sociedad para la mejora de sus niveles de
vida y el fomento del encuentro con la sociedad para reforzar sus vinculos (89).

En fin, entre los principios y objetivos del sistema universitario de Aragén,
se sefialan en su Lley de Universidades la promocién de la educacién del alum-
nado, y, en general, de la comunidad universitaria en valores democréticos, fomen-
tando los principios de solidaridad, respeto al medio ambiente y educacién para
la paz como parte integral de su proceso global de aprendizaje y formacién asi
como la concepcién de la Universidad como un espacio de compromiso social y
de cooperacién solidaria con los paises en vias de desarrollo social (90).

La modificacién de la LOU que tiene lugar mediante la Ley Orgdnica
4/2007, de 12 abril, avanzard en esta linea, imponiendo una serie pautas
dirigidas a la preservacién de determinados valores, como el de igualdad
—muy en especial la de género—, o los de cooperacién, la solidaridad y el
respeto al medio ambiente.

a) En su vertiente de igualdad entre hombres y mujeres, el principio de
igualdad, se desarrolla en diversos aspectos del régimen de las Universida-
des (?1), basicamente en lo atinente a su organizacién. En este sentido, se

(88) Art. 3 Ley 3/2004, de 25 febrero, de Universidades del Pais Vasco.

(89) Art. 3 Ley 3/2005, de 25 de abril, de Universidades de la Regién de Murcia.

(90) Art. 4 Ley 5/2005, de 14 junio, de Universidades de Aragén.

(91) Exponente de esta especial atencién que se presta a la igualdad de género, es la exten-
sién que a ella se dedica en la Exposiciéon de Motivos de la Ley Orgénica 4/2007: El reto de la
sociedad actual para alcanzar una sociedad tolerante e igudlitaria, en la que se respeten los dere-
chos y libertades fundamentales y de igualdad entre hombres y mujeres, debe alcanzar, sin duda,
a la universidad. Esta Ley impulsa la respuesta de las Universidades a este reto a través no sélo de
la incorporacién de tales valores como objetivos propios de la universidad y de la calidad de su
actividad, sino mediante el establecimiento de sistemas que permitan alcanzar la paridad en los
érganos de representacién y una mayor participacién de la mujer en los grupos de investigacién.
Los poderes publicos deben remover los obstéaculos que impiden a las mujeres alcanzar una presen-
cia en los érganos de gobierno de las Universidades y en el nivel més elevado de la funcién piblica
docente e investigadora acorde con el porcentaje que representan entre los licenciados universita-
rios. Ademds, esta reforma introduce la creacién de programas especificos sobre la igualdad de
género, de ayuda a las victimas del terrorismo y el impulso de politicas activas para garantizar la
igualdad de oportunidades a las personas con discapacidad.
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exige la observancia del principio de presencia equilibrada entre hombres y
mujeres en los érganos colegiados e incluso en los equipos de investigacién
y se crean las denominadas Unidades de Igualdad (92). Mas alld de este
aspecto organizativo, debe sefialarse la inclusién, entre otros, del derecho de
los estudiantes a recibir un trato no sexista en el art. 46 LOU.

b) En segundo lugar, se da un especial tratamiento al principio de igual-
dad, entendido como igualdad real, de modo que las personas con necesida-
des especiales reciban un trato adecuado a las peculiaridades de su situacién.

Entre aquellas personas con necesidades especiales, las discapacitadas,
para las que la disposicién adicional vigésima cuarta LOU regula un trata-
miento especifico, que tras la redaccién derivada de la modificacién llevada
a cabo por la Ley Orgénica 4/2007 no queda limitada a los estudiantes,
sino que se extiende a todas las personas con discapacidad en las Universi-
dades, acogiendo, igualmente, los postulados introducidos por la Ley
51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de Oportunidades, no Discrimina-
cién y Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad (93).

También se determinan medidas especificas para los profesores ayudan-
tes y ayudantes doctores, vinculados a las Universidades por una relacién con-
tractual con un plazo méximo de duracién, disponiéndose que su cémputo se
interrumpe por incapacidad temporal, maternidad y adopcién o acogimiento
durante el periodo de duracién del contrato (94).

(92) De acuerdo con el dltimo pérrafo del art. 13 LOU, las normas electorales que establez-
can los estatutos para la eleccién de los representantes de los diferentes sectores de la comunidad
universitaria en los érganos colegiados centrales y de Centros y Departamentos, deberén propiciar
dicha presencia. Una exigencia similar se introduce en el art. 27.1 LOU respecto a las Universida-
des privadas. También ha de procurarse una composicién equilibrada entre mujeres y hombres,
salvo que no sea posible por razones fundadas y objetivas debidamente motivadas, en la compo-
sicion de las comisiones de acreditacién para Cuerpos docentes universitarios (art. 57 LOU) y de
las comisiones juzgadoras de los procesos de seleccién para el acceso a dichos Cuerpos (art. 62
LOU). Por lo que respecta a los equipos de investigacién, vid., art. 41.2. Las Unidades de Igual-
dad son estructuras para el desarrollo de las funciones relacionadas con el principio de igualdad
entre mujeres y hombres que son ya de exigible implantacién en las Universidades, de acuerdo con
lo establecido en la disposicién adicional duodécima de la Ley Orgénica 4/2007.

(93) Ademds de la prohibicién de discriminacién por razén de esta circunstancia, se deter-
mina la obligacién de las Universidades de garantizar la igualdad de oportunidades; de establecer
medidas de accién positiva; de promover la disponibilidad de medios, apoyos y recursos; de garan-
tizar la accesibilidad a los espacios, incluidos los virtuales, entornos y servicios. Junto a ello, se
declara el derecho a la exencién total de tasas y precios piblicos. Finalmente, la disposicién adi-
cional séptima de la Ley 4/2007 establece la obligacién de las Universidades de elaborar planes
para el cumplimiento de lo dispuesto en la disposicién adicional vigésima cuarta LOU.

(94) Arts. 49 y 50 LOU.
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En cuanto a los estudiantes, entre sus derechos, se enumera el de igual-
dad de oportunidades y no discriminacién, que recibe, con la Ley Orgénica
4/2007, una nueva redaccién (?5); y en la misma lineq, la politica de becas,
ayudas y créditos que vienen llamadas, por imperativo del art. 45.5 LOU a
instrumentar el Estado, las Comunidades Auténomas y las Universidades, pres-
tard especial atencién a las personas con cargas familiares, victimas de la
violencia de género y personas con dependencia y discapacidad, garanti-
zando asi su acceso y permanencia a los estudios universitarios (96). Final-
mente, la reforma de la LOU contempla también la situacién especial de los
estudiantes que trabajan (97).

Finalmente, se impone a las Administraciones piblicas competentes, en
coordinacién con la Universidades, el establecimiento de programas especi-
ficos de ayuda personalizada para que las victimas del terrorismo y de la
violencia de género, asi como las personas con discapacidad, puedan reci-
bir la ayuda personalizada, los apoyos y las adaptaciones en el régimen
docente (98).

c) Desde la perspectiva de la cooperacién, la solidaridad y el respeto al
medio ambiente, debe sefialarse la introduccién por la reforma de la Ley Orgé-
nica 4/2007, de un articulo expresamente dirigido al fomento de estos valo-
res, en el nuevo Titulo XIV de la LOU. En concreto, el art. 92 LOU, titulado
«De la cooperacién internacional y la solidaridad», dispone lo siguiente:
Las Universidades fomentarén la participacién de los miembros de la comuni-
dad universitaria en actividades y proyectos de cooperacién internacional y
solidaridad. Asimismo, propiciarén la realizacién de actividades e iniciativas
que contribuyan al impulso de la cultura de la paz, el desarrollo sostenible y
el respeto al medio ambiente, como elementos esenciales para el progreso
solidario. Esta prevision debe complementarse con uno de los nuevos dere-
chos de los estudiantes, a partir del cual se pretende fomentar su participa-
cién en actividades universitarias solidarias y de cooperacién (99).

(95) Més concreta, al sustituirse la alusién a circunstancias personales o sociales, incluida la
discapacidad, por la referencia a razones de sexo, raza, religién o discapacidad o cualquier otra
condicién o circunstancia personal o social (art. 46 LOU).

(96) Consideracién introducida por la Ley Orgénica 4/2007.

(97) El art. 46 LOU, establece el derecho de los estudiantes a una atencién que facilite com-
paginar los estudios con la actividad laboral.

(98) Disposicién adicional cuarta de la Ley 4/2007.

(99) De acuerdo con el nuevo apartado i) del art. 46 LOU, los estudiantes tienen derecho a
obtener reconocimiento académico por su participacién en actividades universitarias culturales, depor-
tivas, de representacién estudiantil, solidarias y de cooperacién.
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De lo expuesto puede concluirse que, aunque ciertamente se introducen
novedosas medidas dirigidas a la garantia de valores como la igualdad, la
cooperacién, la solidaridad y el respeto al medio ambiente, la nueva regu-
lacién introducida por la Ley Orgénica 4/2007, en esta materia, no res-
ponde exactamente a las expectativas que pueden generarse de la lectura
de su Exposicién de Motivos (100), ya que en el articulado de la Ley no se
hace una expresa mencién al compromiso, genérico, de la Universidad con
el progreso social, al modo que se recoge en la legislacién autonémica exa-
minada més atrds. Siendo la transmisién de valores una de las misiones esen-
ciales de la Universidad, la peculiaridad del servicio piblico cuya prestacién
se encomienda al ente institucional que nos ocupa, justifica, nuevamente, que
lo caractericemos como ente atipico. Nétese que, de introducirse una autén-
tica apuesta del legislador en este sentido, la contribuciéon que las Univer-
sidades podrian realizar a la consecucién de una sociedad mas justa y soli-
daria seria de incalculable relieve. Y en tal apuesta la participacién de un
profesorado, formado para ello y en contacto continuo con los estudiantes
destinatarios de tales valores, seria fundamental.

ABREVIATURAS

¢ LCSP: Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Piblico.

o LOFAGE: Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organizacién y Funciona-
miento de la Administracién General del Estado

¢ LOU: Lley Orgénica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades,
modificada por Ley Orgénica 4/2007, de 12 de abril.

e LPAC: Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las
Administraciones piblicas y del Procedimiento Administrativo Coman.

* [RU: Lley Organica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Univer-
sitaria.

(100) La sociedad reclama a la universidad del futuro una activa participacién en sus proce-
sos vitales. Por esta razén, la accién de la universidad no debe limitarse a la transmisién del saber;
debe generar opinién, demostrar su compromiso con el progreso social y ser un ejemplo para su
entorno... la igualdad entre hombres y mujeres, los valores superiores de nuestra convivencia, el
apoyo permanente a las personas con necesidades especiales, el fomento del valor del didlogo, de
la paz y de la cooperacién entre los pueblos, son valores que la universidad debe cuidad de manera
especial.
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